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La confianza que tiene el pueblo al ser este soberano ante las actuaciones de las 
autoridades, considerando que estas siempre están ejerciendo los poderes 
constituidos dentro del marco de la seguridad jurídica con designio a orden social 
justo ha sido traída casi de manera automática en la evolución legislativa de un 
estado.  
Sin embargo, hay antecedentes de que esa confianza depositada ha sido 
quebrantada dando lugar a un atisbo de incertidumbre al conocer que han actuado 
bajo funciones auto atribuidas, que no le corresponden y como consecuencia han 
llegado a generar perjuicios, que en muchas ocasiones siendo previsibles, la 
administración no reversa tales actuaciones.  
Como consecuencia surge la inseguridad de ser sancionado bajo prohibiciones cuyo 
cimiento jurídico es un acto que a todas luces es contrario al ordenamiento 
constitucional por ir en contravía del principio de legalidad (Constitución Política, 
1991) y lo único visible con exactitud es la afectación de manera grave a un 
establecimiento de comercio que, a pesar de no poder seguir realizando sus 
actividades económicas por un lapso, no hay suspensión obligacional. 
A consecuencia de ello se evidencia que esta investigación ostenta una matriz 
relevante dentro de un grupo social determinado tales como Centros de 
Reconocimiento de conductores (Corte Constitucional, 2013), quienes se ven 
afectados por unas sanciones, las cuales no tienen una delimitación de tiempo 
determinado por la ley, vacío que es llenado vía decreto, lo que resulta violatorio al 
principio de legalidad, aunque dicho acto esté amparado bajo la presunción de 
legalidad, la administración opta por aplicarlo, lesionando derechos y garantías 
fundamentales de los afectados. 
El ejercicio de funciones asignadas en exclusividad a cada funcionario que integra los 
poderes públicos contribuye a la certidumbre que los asociados tendrán acerca de su 
ejecución en un plano del respeto a la jerarquía normativa. Así, como las autoridades 
tienen el deber de obedecer al ordenamiento jurídico, los particulares también; pues 




relación colaborativa con la administración, al existir una contrariedad en el 
cumplimiento de estos deberes desembocara en una sanción. 
Bajo el cimiento constitucional de la potestad sancionatoria del Estado, actuación 
limitada, ya que no nace de un ejercicio arbitrario, pues su máxima expresión se 
encuentra dentro del  estado social de derecho en torno al respeto  por el principio 
legalidad (Constitución Política, 1991) como pilar del debido proceso, volviéndose vital 
la exigencia del legislador de fijar claramente y precisa las conductas meritorias de 
una sanción, determinando de igual forma el tipo y tiempo que conlleva su aplicación, 
teniendo su génesis en el principio constitucional de legalidad, el cual incluye el área 
de sanciones y faltas, que impiden una regulación de la materia en norma que no 
tenga fuerza de ley ya que es un asunto a reserva legal. 
Analizando en relación con el objeto planteado para la investigación, la 
superintendencia de puertos y transporte está imponiendo sanciones a los centros de 
reconocimiento de conductores, como se observa en un caso del establecimiento 
Certificando CRC. 
Si bien es cierto, las conductas y los tipos de sanciones están establecidas en una 
norma con rango de ley, artículo 19, ley 1702 de 2013, no sucede lo propio con la 
duración de la sanción, toda vez que tal consideración fue establecida por el gobierno 
nacional en el decreto 1479 de 2014, lo que conlleva a una clara contravención al 
principio de legalidad (Constitución Política, 1991) amparada con la presunción de 
legalidad del mencionado decreto. 
Para la presente investigación se determinó que la estrategia metodológica dogmática 
es la más conveniente a aplicar, en razón a que su enfoque teórico es el garantismo, 
el cual analiza si el sistema jurídico implementado establece los instrumentos 
adecuados que garantice la protección y defensa de los derechos de las personas 
(Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, 2013) frente a una posible 
vulneración a consecuencia de los actos de otros y esencialmente del ejercicio 
arbitrario del poder estatal (Gascón Abellán, 2001). 
Situación que es objeto de estudio en esta investigación mediante la observancia y 
análisis del problema jurídico desde una perspectiva formalista, cuyo objeto tiene sus 
génesis en las fuentes formales que lo componen como lo es la jurisprudencia, los 




la debida aplicación de una investigación de tipo ius político puesto que el fin de la 
presente es hacer una valoración de las normas jurídicas, haciendo una correlación 
entre estas normas objeto de estudio y el objeto de valores regulados, logrando así 
determinar la naturaleza del derecho y su relación en sí con la teoría y la ideología 
para romper con ese paradigma de considerar que todos los problemas sociales se 
han de resolver con la creación de normas jurídicas o reformas constitucionales y/o 
legales sin importar los lineamientos del ejercicio del poder. 
Como soporte a ello la información recopilada, fue lograda gracias a la investigación 
básica documental que se requería, con ella se hizo las consultas pertinentes en 
fuentes como libros, revistas, códigos, constituciones, memorias etc., con el fin de 
argumentar los conocimientos teóricos aplicados, con miras a un desarrollo teórico 
con bases en principios y leyes. 
En el delineamiento investigativo, como punto de partida del presente análisis gira 
entorno a la constitucionalidad de una normatividad expedida por el gobierno, la cual 
por la naturaleza de su núcleo jurídico debía haber sido proyectada y materializada 
por el ejercicio intrínseco del legislador, sin embargo se encontró una posible 
vulneración a consecuencia de los actos de otros y esencialmente del ejercicio 
arbitrario del poder estatal (Gascón Abellán, 2001) , situación que es objeto de estudio 
en esta investigación mediante la observancia y análisis del problema jurídico desde 
una perspectiva formalista, cuyo objeto tiene sus génesis en las fuentes formales que 
lo componen como lo es la jurisprudencia, los principios legales, la costumbre y la ley. 
Como mecanismo de análisis se utiliza una matriz conceptual que permite análisis 
aquellos casos donde se evidencia que La Superintendencia de Puertos y Transporte 
no realiza el debido proceso conocido como subsunción típica tanto en la formulación 
de los cargos como en la decisión sancionatoria, no motiva sus decisiones 
sancionatorias y tampoco decreta y practica las pruebas que le solicitan los CEA y 
CRC, con el propósito demostrable de la existencia del problema jurídico planteado. 
En cuanto a la realización del estado del arte, se tomó como referencia libros, 
artículos, tesis de maestrías y monografías. En primer lugar, se indagó sobre la 
finalidad de la seguridad vial, para luego ahondar sobre cuál es la autoridad 
competente para crear un régimen sancionatorio, y, por último, el por qué y para qué 




El inicio de estructuración del proceso cualitativo para la presente investigación 
conllevo una serie de análisis de autores y sus respectivas posturas con el fin de 
determinar con exactitud el tipo de investigación que permitiera un desarrollo amplio 
al problema jurídico planteado. 
Por último se propendió a lo largo de la presente investigación acercar al lector a la 
esencia misma del problema jurídico determinar la relevancia del control de 
constitucionalidad de las normas jurídicas desde diversas aplicaciones en el mundo 
para luego centrarse en el manejo que se le da a dicha revisión en Colombia y como 
la ciudadanía en aras de contribuir a la custodia de los principios constitucionales que 
influyen en el desarrollo del derecho sancionador pueden acudir al mecanismo de 
control directo como lo es la acción de inconstitucionalidad, propuesta como 





















EPÍGRAFE I - Regulación Centros de Reconocimiento conductores y 
de Enseñanza Automovilística 
 
Los Centros de reconocimiento de conductores (CRC), son establecimientos de 
comercio, los cuales se registran para su debido funcionamiento bajo la figura de 
Institución prestadora del servicio con la excepción que su objeto social difiere 
bastante de lo que se conoce tradicionalmente como prestación de servicios de salud, 
esto con razón a que los CRC deben ser autorizados por el ministerio de Transporte 
por resolución, siempre y cuando cumplan con los parámetros exigidos, los cuales 
reposan en la Resolución 12336 del 28 de diciembre de 2012 expedida por la entidad 
anteriormente señalada, donde unifico toda la normatividad con relación a los CRC, y 
les establece las condiciones de habilitación y funcionamiento De los CRC, 
específicamente en el artículo 9.  
 
Todas estas formalidades son necesarias para garantizar que los CRC y CEA 
habilitados por el Ministerio de Transporte, están en la capacidad de expedir los 
Certificados de Aptitud Física, Mental y de Coordinación Motriz y los certificados 
médico solicitados para generar la licencia de conducción; documento que es exigido 
para todas aquellas personas que pretenden certificar sus habilidades para conducir, 
exigencia que se materializo en la ley 769 de 2002 en la cual surge el Código Nacional 
de Tránsito Terrestre y otras disposiciones, y  en soporte la resolución 5228 de 2016 
del Ministerio de Transporte y los anexos de la resolución 12336 de 2012 del 
Ministerio de Transporte. 
 
Con el paso del tiempo, el Estado Colombiano en aras de ofrecer a la ciudadanía una 
regulación acorde al avance social y actual se permite garantizar que las únicas 
instituciones, empresas, centros o IPS que pueden avalar o manifestar la idoneidad 
para realizar los exámenes médicos que permiten determinar las aptitudes del 
conductor evaluado y otorgarle la responsabilidad de la conducción son únicamente 
los Centro de Reconocimiento de Conductores CRC. 
 




entidades competentes, acreditación que se adquiere mediante la apropiación de la 
Norma Técnica NTC ISO/IEC 17024:2013, la cual establece las exigencias que deben 
cumplir los organismos, en acatamiento de la resolución 217 de 2014 y la resolución 
5228 de 2016 del Ministerio de Transporte y los anexos de la resolución 12336 de 
2012 del Ministerio de Transporte, y la respectiva Habilitación de registro por 
resolución expedida por el Ministerio de Transporte a cada CRC, que les da la figura 
de idoneidad para para efectuar el examen, los certificado de aptitud física, mental y 
de coordinación motriz que contiene los examen Médico, Visiometría, Audiometría, 
Exámenes de coordinación motriz, Examen de psicología.. 
 
Así las cosas con relación a la anterior recopilación normativa si una persona quiere 
certificar si es apta o no para conducir y realizar dichos exámenes debe acudir a los 
Centro De Reconocimiento de Conductores CRC, los cuales se rigen con observancia 
de la resolución 217 de 2014 y la resolución 5228 de 2016 del Ministerio de Transporte 
y el Anexo de la resolución 12336 del 2012. 
 
Los organismos de apoyo al tránsito, como los centros de Reconocimiento de 
Conductores (CRC), y Centros de Enseñanza Automovilística (CEA), se encuentra 
sometido a la inspección, vigilancia y control de la Superintendencia de Puertos Y 
Transporte, como a su vez se encuentran sometidos al régimen sancionatorio previsto 
en las normas; ley 1702 de 2013, particularmente el artículo 19, el cual fue 
reglamentado por el Decreto 1479 de 2014. 
 
EPÍGRAFE II - Sistema Sancionatorio de los CRC 
 
Los centros de reconocimiento de conductores, al ser considerados como organismos 
de apoyo al Funcionamiento de la Agencia Nacional de Seguridad Vial como se 
estipulo en la ley 1702 de 2013, los CRC quedaron expuestos a sanciones como la 
de suspensión de la habilitación y/o cancelación de la misma, las cuales serán 
impuestas por la  Superintendencia de Puertos y Transporte, de acuerdo con la 
facultad otorgada por la menciona ley de intervenir a los Organismos de Tránsito que 
incurran en la comisión de las faltas señaladas en los numerales 2, 4, 5, 6, 7, 11, 14 




cancelación de la habilitación de los organismos de apoyo, lo que implicaría no poder 
seguir prestando sus servicios, si incurren en alguna causal enunciada en el artículo 
19 de la ley 1702 de 2013.  
 
Las sanciones de suspensión o cancelación de la habilitación son impuestas por la 
Superintendencia de Puertos y Transporte, y su ejecución le compete a la autoridad 
administrativa que haya otorgado la respectiva habilitación al organismo de apoyo al 
tránsito, en cuanto a la sanción de cancelación, no cabe duda que es la pérdida 
definitiva del organismo de tránsito a seguir operando, mientras que en la suspensión 
se trata de una pérdida temporal, duración o quantum de la referida que va de 6 mes 
hasta 24 meses, la cual fue establecida por el Gobierno Nacional en el Decreto 1479 
de 2014. 
 
EPÍGRAFE III- Formulación Pregunta Investigación 
 
En efecto, la pregunta de investigación ¿es constitucional el régimen sancionatorio de 
los organismos de apoyo al tránsito reglamentado en el decreto 1479 del 2014 
mediante el cual se reguló el artículo 19 de la ley 1702 del 2013?, se contrae a la 
situación problémica, la cual desde un análisis jurídico se contrae a determinar sí el 
imponer una sanción a un organismo de apoyo al tránsito consistente en la 
suspensión de la habilitación, cuya duración está definida en una norma que no 
ostenta rango de ley, es constitucional, o en cambio está no concuerda con la norma 
superior por desconocerse garantías propias del debido proceso (Constitución 
Política, 1991), ejemplo de ello lo son el principio de legalidad y tipicidad. 
El término Constitucional, es transversal en el análisis propuesto para la presente 
investigación, así las cosas es necesario revisar el surgimiento de este control tan 
usado en la actualidad para regular la concordancia de las normas subordinadas con 
la norma superior. 
Los diferentes métodos de revisión jurisdiccional sobre los actos de los poderes 
públicos han estado presentes desde el auge de la democracia en el pueblo 
ateniense, sin embargo no fueron conocidas como control de legitimidad de las leyes 




como una forma de limitar el poder del gobierno. 
Así las cosas ese límite al poder se adjudicó una figura política o moral predominante 
que dependía del caso en cuestión, claro está bajo la percepción de que cualquier 
manifestación de limitación era sujetada a los principios de legalidad. Sin embargo no 
fue una situación permanente pues algún tiempo después nace el principio de la 
división de los poderes en observancia a lo propuesto por autores como Montesquieu 
y Locke, pues era más factible el hecho de limitar al poder legislativo mediante la 
atribución de poder soberano a órganos independientes, que dejarlo todo en manos 
del simple control judicial de las leyes. 
Es necesario precisar que lo anterior solo eran considerados como atisbos a lo que 
se conoce hoy como Constitucionalidad, la teórica formación del control de 
constitucionalidad de las leyes deberá escudriñarse en las constituciones americana 
y francesa que marcaron un precedente pues fueron más allá de los preceptos 
básicos que se tenían inicialmente, toda vez que es justo ahí donde la constitución 
absorbe y asume la figura de norma constitutiva y moderadora de la vida política en 
comunidad, figura vertebral por la construcción de un camino constitucional. 
En este panorama no se puede dejar a un lado la necesidad del funcionamiento de 
un sistema de justicia constitucional que se encargue mediante un órgano totalmente 
independiente de resolver los posibles litigios de los diferentes órganos existentes en 
el ejercicio de la distribución del poder soberano, más aún es un órgano con la 
capacidad de revisar que el empoderamiento de las leyes sea de acuerdo con la 
constitución. 
Ejemplo claro de este ideal, se puede observar cuando Abad Sieyès propuso en 1795 
al régimen de Termidor, que “una constitución es un cuerpo de leyes obligatorias 
(Celotto, 2004, pág. 4) lo que implica que debe existir un custodio que tenga las tres 
principales capacidades, las cuales giran en torno a que se mantenga el legado 
constitucional, que unifique todos aquellos sentires que permitan el avance al 
perfeccionamiento constitucional. 
Por último que deje en manos del constituyente primario un recurso de ecuanimidad 
para ser utilizado en casos donde se pierda ese balance de justa garantía. Sin 




constitución de 1799 de Francia, le confirió al Senado un cuasi control sobre aquellas 
leyes que se pensarán contrarias a la constitución. 
No obstante, se observa que la apropiación moderna del examen constitucional surge 
en Estados Unidos de América cuando en el año 1803 la corte suprema 
estadounidense es llamada a resolver una obscura situación que en la historia del 
derecho es reconocida como el caso de Madison Vs. Marbury, esto con razón a que 
estaba en conflicto la competencia de la Corte suprema como se puede evidenciar en 
el siguiente cuadro: 
 
TABLA 1: GRÁFICO COMPETENCIA CORTE SUPREMA 
ESTADOUNIDENSE 
 
Al observarse el anterior conflicto, se concluyó en su momento que debía optarse por 
alguna de las dos hipótesis propuestas, la primera era si la constitución tuviese la 
potestad de controlar cada uno de los actos del legislativo, de ser así se consideraría 
que cualquier acto legislativo que se dictamine como contrario a la constitución no 
puede ser ley. 
En cambio la segunda hipótesis señalaba si el legislativo pudiese llegar a alterar de 
manera autónoma la constitución con la ley ordinaria, de ser válido esto, las 
constituciones escritas no pueden considerarse más allá que simples tentativas 





Sin embargo no hay espacio para hipótesis matizadas, puesto que debe entenderse 
la constitución como una ley suprema que no es susceptible de alteraciones mediante 
procedimientos ordinarios o como una ley que se encuentra al mismo nivel de los 
actos legislativos ordinarios susceptible de alteraciones propuestas por el legislativo, 
pero no es admisible un punto intermedio. 
Al revisar el fundamento por el cual las constituciones escritas vigentes se crearon, 
es evidenciable que se concibieron con el ideal de verse como una ley fundamental, 
por lo cual se aprecia como principio fundamental para cada uno de los gobiernos que 
si existe algún acto legislativo contrario a la constitución se determinara como nulo. 
La resolución del caso de Madison Vs. Marbury, es considerada como la Genesis del 
control de constitucionalidad de las leyes aunque no existiera en su momento una 
entidad con las verdaderas funciones de Corte Constitucional, no obstante es 
imprescindible señalar que estados unidos marca la siguiente pauta: cada juez en 
ejercicio de su propia jurisdicción especialmente en casos donde están el litigio los 
derecho subjetivos del ciudadano, tiene la obligación de valorar si los actos 
legislativos aplicables al litigio son congruentes con la constitución. 
 
La corte suprema no acaparaba en su totalidad el control, en cambio lo ostenta como 
órgano de cúspide dentro del sistema judicial estadounidense, control que era en 
cierto modo eficaz pero limitado, de allí surgió el sistema de precedente o también 
conocido como stare decisis en la lina jurídica del Common Law, al caracterizarse por 
vincular a cortes de menor rango para que acogieran los pronunciamientos de los 
jueces superiores , permitía concluir que el efecto de la sentencia de la corte suprema 
tiene una aplicación general. 
De manera antagónica, en el sistema europeo, surge la idea de confiar la función de 
examen de constitucionalidad a un tribunal calificado, esto con el propósito de otorgar 
una garantía de la constitución bajo los preceptos de objetividad, lo que implicaría 
desechar la tutela de los derechos de los asociados. 
Dicha teorización fue aplicada por Hans Kelsen, al observar con detenimiento la 
constitución austriaca de 1920. A su vez en Alemania posterior a la primera guerra 




tal forma que dio lugar a un metódico debate sobre a quién debería conferírsele la 
función de ser el custodio de la constitución, debido al contexto histórico en que tiene 
lugar el debate se presentaron las siguientes dos posiciones:  
 
 
TABLA 2: GRÁFICO COMPARATIVO TEORIAS CONSTITUCIONALES 
 
 A pesar de que ambas posiciones eran diferentes entre sí, distaban en ciertos 
aspectos de defender la construcción de un custodio constitucional, puesto que por 
una parte se entendía que de existir una amenaza a la unidad constitucional debía 
ser en su esencia misma el ejercicio de defensa de la misma y en la otra parte se 
pretendía hacer un control sobre la observancia constitucional de los actos 
desarrollados con base a la vida asociada o tutela de los derechos. 
Por lo cual se resalta principalmente el arquetipo de control constitucional propuesto 
por Kelsen, al defender la figura de confianza exclusiva a un tribunal constitucional 
cuya función sea la determinación inconstitucional de las leyes, el cual emanaba un 
efecto general que fuese aplicado en toda la línea de subordinación de las autoridades 
obligadas actuar en derecho. 
Dicho planteamiento se fundamenta en que la función política de la constitución es la 
de poner límites jurídicos al ejercicio del poder y garantía de la constitución significa 
la certidumbre de que estos límites no serán rebasados (Kelsen, Quien debe ser el 
defensor de la Constitución, 1920), propuesto por Kelsen. 
Carl Schmitt
• Conferir al Presidente del 
Reich el ejercicio de la 
garantia del ordenamiento.





• Proponia que el 
parlamento fuese 
subordinado de la 
constitución.
• la función de revision 
constitucional recayera en 





Este arquetipo Kelsiano tuvo su incipiente surgimiento practico en 1920 con la 
Constitución federal austriaca, justo allí se fundó un tribunal federal constitucional, el 
cual se ‘caracterizaba por ser competente, autónomo e imparcial para calificar sobre 
la obediencia de la constitución y el respeto de la subordinación entre la federación y 
los estados federales, sincronizado con la regularización constitucional de las leyes, 
aunque el funcionamiento de dicho tribunal se estancó en 1933 al no poder proteger 
la constitución de los constantes ataques del nacional socialismo, dicho arquetipo 
cobro mayor fuerza en los países europeos al poco tiempo de culminar la segunda 
guerra mundial. 
 
EPÍGRAFE IV – Historia Constitucional 
 
Con razón a lo experimentado en Austria, a lo largo de las ultimas ocho décadas, la 
corte constitucional se transmuto en esa institución imprescindible para las 
democracias occidentales, como alternativa para la resolución de litigios entre 
aquellos titulares que ostenten el poder estatal, como también  un órgano que controla 
el actuar del legislador en defensa de la constitución, derogando por completo las 
antiguas concepciones sobre la soberanía parlamentaria y la protección de no revisión 
de la ley. 
Dicha transmutación se solidifico en algunos acuerdos encontrados en el estudio de 
derecho comparado, ejemplo de ello es Guatemala, país que suscribió la Declaración 
sobre la justicia constitucional en 1992, específicamente se extrae el punto 3:  
La existencia de una justicia constitucional se ha convertido en un elemento 
esencial de la garantía de la libertad y de los otros derechos fundamentales. 
Ésta postula en primer lugar la existencia de procedimientos específicos y 
eficaces tales como para asegurar la protección inmediata de tales derechos 
ya sea en relación con las normas ..., ya sea en relación con los actos 
inconstitucionales de los poderes públicos o de los sujetos privados (Celotto, 
2004, pág. 6) 




“La eficacia de esta garantía presupone que sea atribuida a otra institución del 
Estado la competencia necesaria para controlar jurídicamente, como instancia 
final, la conformidad a la Constitución de los actos emanados ya sea de los 
otros poderes que de los sujetos privados. Eso implica la existencia de un 
órgano especializado de justicia constitucional, pudiendo éste constituir un 
tribunal autónomo (no importa su denominación...) o ser una sección 
especializada de una corte suprema (Celotto, 2004, pág. 6) 
Dentro de las formas de estado vigentes hoy en día, cuya esencia se nutre del 
pluralismo de las clases sociales, permeadas por influencias de ámbitos como el 
político, económico, social, cultural y religioso, es claro que la constitución es producto 
de la unificación de responsabilidades y acuerdos encaminados a la formación de 
unos lineamientos socio políticos generales.   
Lineamientos que si se desean poner en práctica, requiere del funcionamiento de una 
entidad que sea tercerizada, encargada de contribuir a la materialización de dichos 
parámetros generales y del actuar coherente de los miembros del poder público en 
concordancia a la constitución. 
Las cortes constitucionales en Europa adquieren una propagación estable cuando 
resurge en 1946 la corte en Austria, las previsiones de la Constitución Italiana en el 
año 1948, la creación de la ley fundamental de 1949 en Alemania, a su vez con la 
creación del Conseil Constitutionnel (Celotto, 2004, pág. 6) en Francia al preverlo en 
su constitución de 1958, especificando que sería una entidad con funciones limitadas. 
A su vez en la época de los setentas la justicia constitucional se empodero de un gran 
significado para los estados, ejemplo de ello es Bélgica con la corte de arbitraje (Cour 
d’arbitrage), otros ejemplos sobre la creación de una corte que emprendiera en la 
justicia constitucional son los que se intentaron en países como Chipre en 1960, 
Turquía en 1961, Yugoslavia en 1963. 
Posteriormente con el objetivo de acabar con los regímenes dictatoriales, surgieron 
en Portugal con la Constitución de 1976 y en España con su Constitución de 1978, 
por último la mayoría de los países de Europa occidental al terminarse los regímenes 
socialistas se procedió a instaurar la justicia constitucional, en 1982 empezando en 




La característica en común de las diversas formas de control incipientes en su 
momento en Europa, algunos países asiáticos y africano es que tienen su génesis en 
un tribunal constitucional, revestido por competencias específicas al control sobre las 
leyes y algunas infrecuentes como la formulación de dictámenes constitucionales. 
Es pertinente señalar que el ejercicio de la justicia constitucional no se ve limitado por 
la presencia exclusiva de una Corte Constitucional, como se puede evidenciar en 
estados regidos por el Common Law con el vínculo del precedente judicial al darle la 
función a cada juez de analizar la avenencia de las leyes con la constitución.  
A su vez es posible encontrar aplicación de un control de constitucionalidad híbrido, 
es decir un control divulgado desde los jueces a los cuales se les asignan 
competencias propias de los tribunales constitucionales, aplicado en países como 
Grecia, Colombia, Ecuador, Guatemala y Perú. 
La aplicación general de la revisión de constitucionalidad tiene lugar después de la 
entrada en vigor de la norma, empero existen casos excepcionales en los cuales se 
requiere ejercer esa forma de control de manera previa a la publicación de la ley; 
ejemplo de ello es el control a priori al que fue sujeta la Constitución de la quinta 
república en Francia en el año 1958, el cual marco un hito en la historia para otros 
lugares como África, Irlanda, Colombia y Venezuela. 
 





De acuerdo con el anterior gráfico, es evidenciable una diferencia primordial entre las 
formas de control señaladas con relación a los efectos de la revisión de 
inconstitucionalidad. 
En el sistema centralizado, la sentencia que determina la ilegitimidad de una ley tiene 
efecto erga omnes, es decir general puesto que la retira del mundo jurídico, 
cercenando cualquier posible aplicación futura y con alguna intervención en el pasado 
lo que se conoce como efecto retroactivo.  
En cambio en el modelo difundido, la decisión de ilegitimidad solo tiene efectos para 
el litigio en particular en que se pronunció también llamado efecto Inter partes, razón 
por la cual la Corte Suprema no monopoliza el Judicial Review, sino que lo aplica 
cuando su competencia vertical dentro del sistema judicial sea accionada bajo la 
figura de órgano vértice frente al litigio en cuestión. 
 
Aunque las decisiones de la Corte Suprema son aplicadas para las partes del litigio, 
existe el principio del vínculo del precedente, lo que conlleva a que las cortes menores 
se encuentren vinculadas por las decisiones del superior y en consecuencia el acto 
legislativo termine perdiendo su eficacia en su totalidad. 
Los sistemas de justicia constitucional no varían exclusivamente en su forma de 
control ya sea centralizado o difundido, también se pueden encontrar otros factores 
variantes, el control constitucional abstracto por ejemplo propende por una revisión 
objetiva mediante la comparación de normas de diversos grados con el fin de valorar 
la concordancia de las normas inferiores a las superiores, por otro lado el control 
concreto refiere a una norma específica y su aplicación histórica en la tutela de los 
derechos subjetivos de los involucrados en el litigio. 
En la realidad diversificada de los sistemas de control de constitucionalidad 
existentes, debe valorarse la Presencia de una Corte Constitucional en la visión 
jurídica, pues el direccionar la función de interpretación y aplicación de la constitución 
a un solo órgano, equivale una gran responsabilidad que implica el enriquecedor 
debate político, institucional y social en beneficio del fortalecimiento de la democracia 





Descendiendo al terreno fáctico de la situación problémica planteada, encontramos, 
en primer lugar, el caso del CRC denominado Instituto Tecnológico de Transporte y 
Transito Ltda., ubicado en la ciudad de Risaralda en  el departamento de Pereira, 
quien presentó una acción de tutela  en contra del Ministerio de Transporte, Concesión 
Runt y la Superintendencia de Puertos y Transporte, al considerar vulnerados sus 
derechos al debido proceso y defensa (Constitución Política, 1991). 
Como consecuencia de la suspensión preventiva de la habilitación de funcionamiento 
desde el 22 de septiembre de 2014, circunstancia que conllevo a la desconexión de 
la plataforma RUNT y por consiguiente el impedimento para seguir operando su 
negocio con normalidad. Según lo relatado por CRC, la medida de suspensión 
preventiva se realizó de manera sorpresiva, toda vez que tal determinación no fue 
precedida por ningún tipo de procedimiento que le garantizara su derecho a la defensa 
y la contradicción, dando lugar así a una clara vulneración del debido proceso 
. 
Por otro lado, considerada como información relevante para el presente análisis está 
la Resolución No. 15293 (Superintendencia de Puertos y Transporte, 2016) mediante 
la cual la Superintendencia de Puertos y Transporte procedió a dar inicio a un proceso 
sancionatorio en contra del Centro de Reconocimiento de Conductores llamado 
Buenos Aires, ubicado en Medellín, Antioquia, según lo argumentado por haber 
dejado perder la vigencia del certificado de acreditación que se le había otorgado por 
el Organismo Nacional de Acreditación, a consecuencia de ello ordenó la suspensión 
preventiva de la habilitación de dicho centro de reconocimiento, generando la 
desconexión de la plataforma RUNT por un término de seis meses con el fin de 
realizar la respectiva investigación de manera adecuada. 
Esta Institución mediante resolución No. 28166 (Superintendencia de Puertos y 
Transporte, 2015) declaró la responsabilidad administrativa del centro de 
reconocimiento de conductores denominado Transmedic S.A.S, por no haber 
reportado en el sistema de control y vigilancia SICOV, los usuarios que realizaron el 
examen médico de aptitud física, mental y de coordinación motriz para conducir 
(Superintendencia de Puertos y Transporte, 2016) tendiente a refrendar, recategorizar 
y expedir por primera vez la licencia de conducción. La sanción impuesta fue la de la 




tuvo desconexión del RUNT para cada una de las sedes donde se haya cometido 
dicha falta. 
Otro caso encontrado está indicado en la Resolución No. 6076 (Super Intendencia de 
Puertos y Transporte, 2016) dio lugar a la investigación administrativa en contra del 
centro de reconocimiento de conductores Evaluando Soacha propiedad de Namaste 
Utc Ltda., a quien se le fue imputado el cargo de expedir certificados sin 
comparecencia del usuario, como también el no hacer los reportes correspondientes 
según lo señalado por el Ministerio de Transporte y el no atender el régimen de 
prohibiciones, razones por las cuales recibió una sanción de suspensión de 
habilitación por dos meses , tiempo en el cual el centro de reconocimiento no tuvo 
acceso a la interconexión del RUNT. 
 
Las sanciones anteriormente destacadas se impusieron dentro del marco de unas 
actuaciones administrativas de carácter sancionatorio que adelanta la 
Superintendencia de Puertos y Transporte en contra de los referidos CRC y CEA por 
haber expedido certificados de “aptitud mental, física y de coordinación motriz para 
conducir (Superintendencia de Puertos y Transporte, 2015), al igual que certificados 
de aptitud en conducción, sin haber llevado a cabo el reporte de esos usuarios al 
sistema de control y vigilancia SISCOV de los CRC, y no realizar el curso de 
conducción, siendo estos requisitos indispensables y necesarios para cargar los 
mencionados certificados en la plataforma del RUNT. 
A consecuencia de ello se evidencia que esta investigación ostenta una matriz 
relevante dentro de un grupo social determinado tales como “Centros de 
Reconocimiento de conductores y Centros de Enseñanza Automovilística (Corte 
Constitucional, 2013), quienes se ven afectados por unas sanciones, las cuales no 
tienen una delimitación de tiempo determinado por la ley, vacío que es llenado vía 
decreto, lo que resulta violatorio al principio de legalidad, aunque dicho acto esté 
amparado bajo la presunción de legalidad, la administración opta por aplicarlo, 
lesionando derechos y garantías fundamentales de los afectados. 
 
En cuanto a la valoración del problema desde la perspectiva del marco legal vigente, 




tipicidad se muestran como límites al ejercicio de la potestad reglamentaria por parte 
del Gobierno Nacional, yacen en la normatividad constitucional y en la jurisprudencia. 
 
Para iniciar el análisis normativo es necesario empezar con la carta política de 1991 
que constituye la ruta de navegación de todos los habitantes del territorio colombiano, 
pues instituye el designio de la nación para lograr con los fines del Estado 
(Constitución Política, 1991), de ahí que se sostenga que los preceptos 
constitucionales prevalecen sobre cualquier otra norma, en tanto norma que vaya en 
su contra también atenta con los propósitos que emanan de la constitución. 
 
Para dar aplicabilidad a lo anterior, Colombia se encuentra constituido como un 
“Estado social de derecho (Constitución Política, 1991), es decir, sujeta a la legalidad 
como principio rector de las actuaciones de los particulares y servidores públicos. 
 
Como certeza a lo qué se puede y no se puede hacer, la propia carta consagra una 
fórmula: (i) sí es un particular puede hacer todo aquello que no le está prohibido 
(Constitución Política, 1991); y (ii) sí es un servidor público sólo puede hacer lo que 
las funciones del cargo le permiten hacer, las cuales son fijadas por la constitución 
y/o la ley (Constitución Política, 1991). 
 
Puede apreciarse que las actuaciones de los servidores públicos se encuentran 
regladas, circunstancia que tiene su fundamento en el principio de separación de los 
poderes públicos (Constitución Política , 1991). En efecto, “es al Congreso de la 
República al que le corresponde hacer las leyes (Constitución Política, 1991), y al 
presidente de la República, entre otras cosas, la de reglamentar las leyes para lograr 
su debida realización (Constitución Política, 1991). 
 
La fijación de las conductas indebidas o prohibidas y sus sanciones es una materia 
que está sujeta a regulación por parte del Congreso, ya que es una garantía del 
debido proceso. Derecho éste que comprende el principio de legalidad y su correlativo 
de tipicidad (Constitución Política, 1991). Es decir, es una función del Congreso vía 
ley y no del presidente vía decreto. 
 




normativa con categoría menor con relación de la Constitución, se torna en 
incompatible, se debe aplicar la excepción de inconstitucionalidad. Pero cuando una 
norma de inferior jerarquía a la ley va en su contra, es imperioso aplicar la excepción 
de ilegalidad. 
 
Esta figura, es decir, la excepción de ilegalidad tiene su génesis en el artículo 12 de 
la Ley 153 de 1887, que señala, por un lado, la obligatoriedad de acatar los actos 
administrativos proferidos por el Gobierno, y por el otro, la posibilidad de no aplicar 
tales actos cuando estos sean contradictorios a la constitución y con respecto de las 
leyes. 
 
Con relación a la existencia de la eventualidad en que no se apliquen dichos actos 
administrativos que van en contravía a la constitución y a las leyes, la Corte 
Constitucional en la sentencia C-037/00 se pronunció al respecto, y manifestó que tal 
eventualidad sólo es posible en la medida que se esté en el marco de un proceso 
judicial y que sea contencioso, esto es, que se tramita ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa, habida consideración que es a ésta la que le compete verificar la 
legalidad o no de un acto administrativo, pudiendo ser inaplicable en aras de 
salvaguardar el ordenamiento jurídico. 
 
La misma providencia indica que los particulares y las autoridades administrativas no 
pueden, so pretexto de legalidad, no acatar y no aplicar un acto administrativo, ya que 
al gozar este de presunción de legalidad y en virtud de la cláusula general de respeto 
al ordenamiento jurídico consagrado en los artículos 6 y 95 superior, no es permitido 
obrar contrario a este, o dejarlo sin efecto por quien no es competente para hacerlo. 
 
Al respecto, es claro que sí de obediencia se trata, el conglomerado social que son 
depositarios de la soberanía, y entrega parte de esta a unos particulares investidos 
de autoridad para que lleven los designios de una nación en el marco de un estado 
social de derecho, no es comprensible que las autoridades actúen desbordadas de 
tal marco, pues con ello se defrauda la confianza que el pueblo les ha depositado. 
 




administrativa se ha referido en múltiples ocasiones a los alcances de la potestad 
reglamentaria, esto es, los límites que el presidente de la República debe tener en 
cuenta a la hora de reglamentar una ley. 
Tal y como se hizo referencia en líneas atrás, la reglamentación es una tarea que le 
corresponde al presidente para lograr el cumplimiento de las leyes. Como 
presupuesto esencial para ejercer dicha potestad, se requiere que existe una ley para 
reglamentar, que sea necesario reglamentarla, y que se tenga competencia para 
reglamentar. 
En cuando a la competencia, se tiene establecido que el presidente con el pretexto 
de ejercer la potestad reglamentaria no puede regular aspectos que son materias 
sujetas a reserva legal, sin que previamente el Congreso haya expedido su 
regulación, pues esto sería una interferencia de las funciones del Congreso, ya que 
no se estaría reglamentando sino legislando. 
 
Sobre la necesidad, se parte que cuando el Congreso al expedir una ley regulando 
una materia, y en esta no se abarcan todos los aspectos que permitan su adecuado 
entendimiento, la potestad reglamentaria se torna necesaria con la finalidad de su 
debida ejecución. Por eso, el reglamento constituye una herramienta indispensable y 
viable. 
 
Igualmente, al ejercerse dicha potestad no se puede dictar precepto alguno que vaya 
en contra de la ley que reglamenta, como tampoco ante cualquier otra norma que sea 
superior en su jerarquía. 
La potestad reglamentaria en materia sancionatoria se restringe a lo que la ley 
establece, no pudiendo el reglamento suplir los vacíos presentes en la ley, pues la 
regulación en esa materia es de resorte exclusivo del Congreso. 
Recuérdese que, bajo el principio de legalidad, fundamento del debido proceso, la 
tipificación de las conductas prohibidas, así como sus sanciones es un asunto o una 





En efecto, cuando el presidente reglamenta una materia de esa índole, la potestad se 
ejerce bajo los parámetros fijados en la ley, no pudiendo contemplar o cambiar el 
sentido de la misma. 
La garantía del principio de legalidad exige que sea el legislador señale (i) la sanción 
y el tiempo, cuantía o duración de la misma; (ii) que el señalamiento sea previo a la 
comisión del hecho prohibido, al igual que al del acto que la impone; (iii) que la sanción 
se determine con precisión. 
En cuanto al principio de tipicidad, se exige que el legislador determine (i) la conducta 
reprochable, es decir, describirla de manera específica y precisa; (ii) que la sanción 
por incurrir en esa conducta esté definida en la ley; y (iii) que existe una 
proporcionalidad entre la conducta y la sanción.  
En efecto, la Superintendencia de Puertos y Transporte está investigando a los 
organismos de apoyo al tránsito, en particular a los Centros de Reconocimiento de 
Conductores, por incurrir en las causales descritas en el artículo 19 de la ley 1702 de 
2013. 
Esas causales son las conductas prohibidas y como sanción se establece la 
suspensión y/o cancelación de la habilitación de los organismos de apoyo. La referida 
ley no hace mención alguna a la duración o quantum de la sanción por suspensión. 
El presidente de la República en compañía del Ministerio de Transporte, en ejercicio 
de la potestad reglamentaria expidió el pasado 5 de agosto de 2014 el decreto 1479 
de 2014. Allí establece el parágrafo del artículo 9 que la suspensión de la habilitación 
será en un mínimo de 6 meses y en un máximo de 24 meses, sanción que se graduará 
de conformidad con el artículo 50 de la ley 1437 de 2011. 
Ahora bien, en cuanto a la descripción de los resultados más significativos del 
diagnóstico analizado, se encontró lo siguiente: La Superintendencia de Puertos y 
Transporte ha venido imponiendo sanciones de suspensión de la habilitación de 
funcionamiento a los organismos de apoyo al tránsito, Centros de Reconocimiento de 
Conductores, y Centros de Enseñanza Automovilística, con base en el Decreto 1479 
de 2014, el cual fija como duración o quantum de dicha sanción un periodo mínimo 
de 6 meses y una máximo de 24 meses, cuando dicha consagración no se encuentra 




La referida Superintendencia impone sanciones de suspensión al amparo de una 
norma que plantea serios cuestionamientos de constitucionalidad, habida cuenta que 
las garantías del debido proceso como son los principios de legalidad y tipicidad se le 
ven afectadas para dichos organismos, pues están siendo juzgados y sancionados 
con base a un decreto reglamentario y no una ley como lo ordena el artículo 29 de la 
carta política. 
Teniendo en cuenta que el bien protegido con la regulación del régimen sancionatorio 
destinado a los organismos de apoyo al tránsito, a saber, CRC y CEA, el cual se 
encuentra previsto en el artículo 19 de la ley 1702 de 2013, reglamentado por el 
Decreto 147 de 2014, citamos la teoría Seguridad Vial En La Región De América 
Latina Y El Caribe, Situación Actual Y Desafíos (Planzer, 2005), de Rose Marie 
Planzer, hace referencia que en Latinoamérica cuenta con uno o más organismos, o 
entidades que se preocupan por la seguridad vial, los conflictos que se reportan de 
estos organismos, están enfocados en la falta de coordinación, falta de recursos, falta 
de atribuciones, falta de datos y la falta de integración con otros ámbitos. Como 
podemos evidenciar de acuerdo con nuestro tema de estudio la falta de atribución se 
presenta porque hay ausencia de comprensión por parte de las autoridades 
competentes, en los ámbitos que debe actuar una entidad dedicada a la seguridad de 
tránsito y hasta dónde deben llegar sus facultades.  
Por lo tanto, estas entidades no deben tomarse atribuciones de sancionar leyes, 
decreto o resoluciones que infringen la Ley. Sin embargo, la opinión de estas 
entidades debe ser escuchada, más no, tener la facultad de injerir en asuntos que no 
son de su competencia; para el caso concreto que tiene que ver con las Resoluciones 
y Sanciones impuestas por la Superpuertos y Transporte, nos basamos en el Manual 
del Acto Administrativo, del profesor Luis Enrique Berrocal Guerrero en donde expone 
el principio de la confianza legítima. 
Con base a este fundamento la ciudadanía confía en las actuaciones administrativas 
para evitar situaciones de esta índole, pero, en nuestro trabajo de investigación es 
notable que las actuaciones administrativas de una u otra manera aprovecha de la 
potestad que tiene en decretar leyes sin respetar el conducto jerárquico y no 
previendo la confianza que deposita los ciudadanos en ellos.  




que  afecta a uno o varios derechos de los ciudadanos que hace referencia dicha 
norma; y en el campo de nuestro objeto de estudio la Ley 1702 de 2013 y el Decreto 
1479 de 2014, se emplea la teoría “La potestad sancionatoria de la administración 
como política pública encaminada al logro de los fines esenciales del Estado (La 
Verde, 2016), del abogado Juan Manuel Laverde Álvarez   con lo expuesto en esta 
teoría, la potestad sancionatoria de la administración, entidades que realizan 
funciones de inspección, vigilancia y control, es una política pública del estado, que 
se ejerce para lograr los fines esenciales del estado, bajo el principio de colaboración 
y obediencia de las normas que regulan las funciones de las instituciones públicas y 
privadas que tienen como misión el cumplimiento de tales fines 
. 
De acuerdo con los datos recolectados se evidencia que en otros países concurre una 
o varias entidades que se proveen por la seguridad social, sin embargo no es un 
trabajo coordinado o dinámico, puesto que emplean diferentes herramientas, por lo 
cual no hay una información “uniforme ni comparable (Planzer, 2005, pág. 22). 
Idealmente, debería contarse con una entidad nacional y unidades locales que 
trabajen en forma coordinada. En el ámbito nacional la existencia de un Concejo 
interministerial en el que trabajen en forma organizada de al menos las áreas de 
transporte, infraestructura, salud, leyes, policía, y educación, permitirá crear las 
directrices de una Política Nacional de Seguridad de Tránsito la que debe tomar en 
cuenta el actual estado de la accidentabilidad, los factores que contribuyen a ello y 
las medidas que deben tomarse tanto a corto como a largo plazo. De manera de que 
todos los esfuerzos en los distintos niveles de la administración sean orientados por 
los mismos objetivos y analizados bajo una óptica común (Planzer, 2005, pág. 23). 
Para ello es necesario resaltar lo siguiente: 
El trabajo armónico de las autoridades nacionales, locales, las universidades y otros 
centros de investigación y los ciudadanos, debe estar acompañado por el desarrollo 
o actualización y difusión de manuales y materiales de consulta que ayuden en su 
tarea a los organismos locales y estandarice su actuar en materias de señalización, 
demarcación, leyes vigentes y su fiscalización, sistema de multas, procedimientos en 





El paso de Colombia de un estado de derecho al de un estado social de derecho, 
implicó el aumento de entidades e instituciones estatales que posibilitan el logro de 
los fines esenciales del estado.  
No obstante, como “las instituciones públicas no pueden abarcar todo, se hace 
indispensable descentralizar sus funciones en particulares para que éstos colaboren 
en ellas (La Verde, 2016). 
Cuando las funciones estatales se descentralizan en particulares, y aun cuando se 
ejercen por las entidades públicas, el estado debe inspeccionar, vigilar, y controlar, 
que dichas funciones se estén realizando conforme a las normas que las regulan, esto 
con la finalidad de garantizar un adecuado y eficaz cumplimiento de dichas funciones, 
que, cumpliéndose a cabalidad, se entiende, se garantizan los fines esenciales del 
estado.  
En los estados, la herramienta de la sanción resulta útil para buscar de sus habitantes 
y entidades públicas y privadas una obediencia a las normas que regulan las 
activadas estatales, y por eso resulta pertinente prevenirlos para se abstengan de 
realizar conductas que vayan en contra de las funciones que regulan dichas entidades 
e instituciones, pues de lo contrario éstas quedarían inocuas ante una posible 
desobediencia, y de contera se atenta con los fines, se itera, esenciales del estado. 
El instituto de victimología USTA (Usta, 2012) explica cómo se da esas funciones de 
inspección, vigilancia y control, se les otorga la potestad para imponer las sanciones 
a que haya lugar, cuando quiera que sus vigilados incurran en conductas de acción y 
omisión que atenten con las funciones inherentes al rol que ejercen en la sociedad. 
Se considera entonces que las entidades de seguridad vial y en general, tienen un 
orden jerárquico con el fin de controlar y evitar conflictos dentro de la administración 
pública. Es importante, resaltar y tener claro cuáles son sus funciones, hasta qué 
punto puede ejercer el poder que les otorga la administración, sobre qué asuntos 
pueden ser parte sin violar el principio de la confianza legítima que le otorga los 
ciudadanos, teniendo en cuenta que Colombia es un estado social de derecho. 
El transporte es concebido como un servicio público necesario para que los 
integrantes de una sociedad puedan satisfacer sus necesidades de trabajo, estudio, 




(Balbontín, Azhar, & Pérez, 2015) señalan que el transporte como servicio público que 
es se encuentra sujeto a una finalidad social que debe ser regulada por los estados 
para garantizar su prestación eficiente y que su realización garantice la seguridad de 
los miembros que hacen uso de ella como aquellos que no. 
Teniendo en cuenta que el estado no puede abarcar por intermedio de sus 
funcionarios públicos las tareas que la constitución le encomendó, como la del 
transporte, resulta necesario, como lo señala Vaca Peralta Andrea Cecilia, que “se 
delegue la prestación de dicho servicio a los particulares (Vaca Peralta, Monografía 
Maestría Derecho Adminsitrativo, 2015), siendo necesario, como lo menciona 
Hernández Hilda y Chingaté Salvador, “fijarles reglas de cómo debe desempeñar 
dicha función y mediante el poder de coerción del estado advertirles que el 
incumplimiento de dichas reglas será merecedora de una sanción (Hernández & 
Chingaté, 2015), pues el reproche se hace con la finalidad de prevenir y evitar que no 
vuelvan a ocurrir acciones u omisiones que configuran un incumplimiento a dichas 
reglas que buscan garantizar la seguridad vial. 
 
En efecto, Cervantes Benavides Orlando indica que la consagración de las sanciones 
cuyo objeto sea el de preservar y proteger la seguridad vial (Cervantes, 1999), 
constituye una limitante a los que prestan el servicio público del transporte, pues sus 
actuaciones no pueden ser desbordadas ya que se hallan sujetas a las reglas que 
determinan la manera cómo deben funcionar. 
Sobre la consagración de las sanciones, Aljure Echeverry José Manuel y Tibamoso 
Torres Mary Luz, mencionan que dicho ejercicio hace referencia a la tipicidad, y esta 
es un límite al poder sancionatorio del estado (Aljure & Tibamoso, 2015), por cuanto 
únicamente se puede sancionar las conductas que encajan de manera precisa en la 
descripción típica dada en la ley, e imponer las sanciones que la misma ha definido, 
pero que el reglamento puede complementarlas para lograr su determinación siempre 
y cuando respete el contenido material de la ley que contempla la conducta y su 
correspondiente sanción. 
En el mismo sentido, Hernández Quiñonez Gustavo Adolfo, señala que uno de los 
principios de la potestad disciplinaria del estado es el de la legalidad, según el cual, 




administrativas (Hernández Q. G., 2015), cuyos receptores son los que la misma ley 
indique, pero que existe flexibilidad para que opere el reglamento. 
Bajo esa misma dirección, Restrepo Pineda Carlos Mario, indica que el cumplimiento 
de los principios de legalidad y tipicidad en el campo sancionatorio administrativo es 
garantía de la seguridad del ciudadano (Restrepo Pineda, 2015). 
Igualmente, Navia Quintero Ángel María, refiere que el principio de legalidad le 
garantiza a la persona que presuntamente ha violado una norma jurídica, el derecho 
a la defensa (Navia Quintero, 2016), pues se exige que la sanción para tal conducta 
previamente se haya determinado en una norma con rango de ley. Frente al principio 
de tipicidad, hace referencia que este es flexible en tratándose del derecho 
administrativo sancionatorio, y, por tanto, se admite que la adecuación típica se 
efectúe a través de remisiones normativas. 
En cuanto a las remisiones normativas a los reglamentos proferidos en virtud de la 
potestad reglamentaria, Rosito Iglesias Natalia de los Ángeles señala que la 
adecuación típica de la conducta realizada a partir del reglamento es posible en la 
medida que el reglamento reúna los elementos configurativos de la sanción 
establecida en la ley (Rosito Iglesias, 2007).  
De igual Forma, Salcedo Pacheco Catalina y Araneda Lira Joaquín Gabriel señalan 
que el operador encargado de imponer la sanción debe ser muy cuidado al hacer las 
remisiones al reglamento para adecuar la tipicidad de la conducta, ya que no se puede 
suplir o completar algo que el legislador no señaló, más específicamente en las 
conductas no admitidas y las sanciones por incurrir en ellas. 
Por otro lado, Moncayo Toledo Gustavo Adolfo, señala que los principios de legalidad 
y de tipicidad son diferentes, aunque no excluyentes ya que se complementan 
(Moncayo Toledo, 2014). En ese sentido, hace referencia que el de legalidad impone 
el deber al legislador de consagrar la conducta infractora y la sanción para dicha 
conducta. Mientras que el de tipicidad trata de la precisión y claridad con que se 
describan las sanciones y la conducta que se considera contraria. 
 Así mimo, Suárez Acosta Nora Consuelo, indica que “la columna vertebral de toda 
actuación de la administración se fundamenta en los principios de legalidad de las 




garantías, por un lado, la de tipo material, y por el otro la de tipo formal.  
En cuanto a la primera se dice que no hay sanción y acto u omisión vedada que no 
tenga sustento en la ley, y en cuanto a la segunda que es la habilitación de la ley a la 
administración para imponer las sanciones que la ley contempla frente a conductas 
que la misma ley describe.  
También, Rivas López Mirna Isabel, Rivera Melara Mónica Lissette y Ticas Callejas 
Lilian Del Carmen, hace alusión que, en el campo del derecho administrativo 
sancionatorio, le son aplicables las mismas reglas del derecho penal (Rivas López & 
Rivas Melara, 2014), por eso la ley debe agotar con total precisión cuál es la conducta 
que se considera reprochable, y cuál es la sanción que procede frente a esa conducta. 
Agrega que no es posible acudir a una norma inferior de una ley para determinar los 
mencionados supuestos porque eso afecta de manera ostensible el principio de 
legalidad y tipicidad. 
Por último, Pachón Enríquez John Edward y Solorza Martínez Julián David, son claros 
en afirmar que en materia sancionatoria no hay margen de aceptación para que una 
autoridad administrativa clarifique y precise las conductas que la ley considera 
merecedoras de una sanción (Pachon Enrique, 2009), pues es claro que esa materia 
tiene reserva de ley y en ella se deben agotar las conductas y las sanciones. 
En contravía de los precitados autores y a lo mencionado en precedencia, se tiene 
que Lameda Añez Yaritza sostiene que la consagración de las faltas, así como sus 
correspondientes sanciones no es una tarea exclusiva del legislador (Lameda Añez, 
2007), pues ante el silencio de este y a la preponderante necesidad de fijarlas, el 
presidente vía reglamento puede establecerlas. 
Al realizar un análisis comparativo entre las teorías mencionadas sobre el control 
constitucional, su evolución en la historia en diferentes países, en contraste con el 
desarrollo que ha tenido en Colombia, es evidenciable que aunque ha tenido grandes 
avances que permitieron que se consolide cada vez más instituciones que ofrecen 
garantías en su ejercicio delimitado por la constitución, han existido situaciones en las 
que se ha puesto en tela de juicio la legitimidad de estas. 
Es de aclararse que el problema jurídico aquí mencionado no es un caso único y 




ejercicio legislativo como el de las otras dos ramas judiciales han llegado en ocasiones 
a ser permeados por cumplir con cuotas de intereses económico-políticos, o en otros 
casos por el actuar de dar y recibir en las altas periferias del poder patrocinando el 
clientelismo político. 
Lo que conlleva a que a nivel legislativo ocurran yerros como el estudiado en la 
presente investigación donde quedan vacíos legislativos ya sea por improvisación, 
falta de preparación o conveniencia y que una vez nace a la vida jurídica, el gobierno 
extralimitando sus funciones entra a suplir esos vacíos, lo que hace que se genere el 
sentir de que la corrupción rige las tres ramas del poder. 
Como lo explica el autor Rodríguez en su artículo Presidencia imperial y desequilibrio 
de poderes en Colombia, al explicar que Las  garantías  constitucionales  funcionan  
a  favor de quien ejerce el poder y que el Derecho es  para  los  de  ruana,  como  el  
receptor  de  los  grandes  cambios,  no  en  las  causas,  sino  en  los  efectos de los 
grandes acontecimientos sociales y  políticos  está  provocando  un  alto  grado  de  
obsolescencia  de  las  instituciones  jurídicas  y  política (Rodriguez, 2017).  
Aunque el determinar cuál de los anteriores factores fue el causante de ese vacío 
legislativo no es algo que le competa a la presente investigación, se considera 
pertinente presentar de manera abierta esta problemática que puede dar lugar a todo 
un proceso investigativo ajeno al presente. 
Una de las formas de controlar el ejecutivo para que no logre propasarse en sus 
funciones es mediante la Corte Constitucional, pues solo así se ha podido avanzar en 
la garantía del cumplimiento  de la constitución, en la mayoría de las veces 
manteniéndose el equilibrio de poderes, esto lo explica el autor Diego Guerrero   de 
la siguiente manera la  Corte  Constitucional  en  Colombia  ha  garantizado en algunos 
temas, a través de su función jurisdiccional, los ejes fundamentales de  la  
Constitución,  así  como  el  adecuado  equilibrio  de  los  poderes,  evitando  de  esta  
forma  rupturas  democráticas  que  podrían  degenerar en un Estado autoritario donde 
es habitual la restricción de los presupuestos de las democracia (Guerrero García, 
2016). 
Esto implica que al ser la vigilante de la Constitución Política debe propender por el 
orden y la supremacía de la Constitución sobre las demás leyes y en situaciones 




enmendar esa situación. 
Ejemplo de ello otorgarle a la ciudadanía la opción de activar el sistema jurídico 
mediante la acción de inconstitucionalidad cuando observe que una norma jurídica ya 
sea creada por el legislador o reglamentada por el gobierno nacional va en contra de 
la Constitución ya sea en su forma o de fondo, claro está que para ser revisada, es 

























EPÍGRAFE I – Precisiones Método Investigativo  
 
En el delineamiento investigativo, como el punto arquímedico del presente análisis 
gira entorno a la constitucionalidad de una normatividad expedida por el gobierno, la 
cual por la naturaleza de su núcleo jurídico debió haber sido proyectada y 
materializada por el ejercicio intrínseco del legislador, se evidencia que el en que 
teórico idóneo es el garantismo. 
El cual analiza si el sistema jurídico implementado establece los instrumentos 
adecuados que garantice la protección y defensa de los derechos de las personas 
(Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, 2013) frente a una posible 
vulneración a consecuencia de los actos de otros y esencialmente del ejercicio 
arbitrario del poder estatal (Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, 
2013), situación que es objeto de estudio en esta investigación mediante la 
observancia y análisis del problema jurídico desde una perspectiva formalista, cuyo 
objeto tiene sus génesis en las fuentes formales que lo componen como lo es la 
jurisprudencia, los principios legales, la costumbre y la ley. 
A su vez se evidencia que esta investigación ostenta una matriz relevante dentro de 
un grupo social determinado tales como Centros de Reconocimiento de conductores 
, los cuales se ven afectados por unas sanciones, las cuales no tienen una 
delimitación de tiempo determinado por la ley, vacío que es llenado vía decreto, lo 
que resulta violatorio al principio de legalidad, aunque dicho acto esté amparado bajo 
la presunción de legalidad, la administración opta por aplicarlo, lesionando derechos 
y garantías fundamentales de los afectados. 
La presente investigación es desarrollada bajo los parámetros metodológicos propios 
de un enfoque cualitativo delimitado por la teoría del garantismo, razón por la cual 
implica que su tipología está delimitada por los preceptos jurídicos, descriptivos, 
propositivos, para lo cual se implementa la revisión y análisis documental, normativo 
y jurisprudencial, que enriquece el ejercicio interpretativo y comparativo procedente 
frente a lo evidenciado en la práctica en Colombia como resultado de la evolución 




Con razón a ello la característica más relevante, es que se aplica un tipo de estudio 
jurídico – propositiva, puesto que la motivación al desarrollo investigativo es encontrar 
y demostrar que existe una fisura en el ejercicio del legislador y su aplicación ante el 
grupo regulado, donde lo que genera como resultado es una afectación directa al 
derecho patrimonial de este último, toda vez que no existe una garantía de la 
materialización del principio de legalidad, por lo que se quiere es evaluar fallas que 
se han evidenciado, a fin de proponer o aportar posibles soluciones.  
Con fundamento a lo anterior se inicia un proceso de recolección de casos concretos 
donde se evidencia la existencia de esta afectación, por lo cual se implementó el 
método inductivo, lo que indica que Si los casos singulares se consideran como clases 
de cosas o hechos, relacionados entre sí en virtud de ciertas propiedades comunes.  
Una alternativa para representarlos es examinarlos todos o una parte significativa de 
ellos para determinar regularidades, explicaciones de las mismas y esquemas 
generalizados que con el tiempo se van reajustando o sustituyendo de acuerdo con 
lo que vaya resultando de sus confrontaciones con la realidad. En síntesis, el 
conocimiento obtenido inductivamente es aquél que se fundamenta en 
generalizaciones progresivas partiendo de los casos singulares. (Parón Guillén, 
1992), técnica implementada para dar las bases suficientes al desarrollo investigativo. 
Al tratarse de una investigación cuyas bases son específicas, para el caso que nos 
ocupa, las fuentes principales de estudio son la ley y la jurisprudencia, como 
secundarias los textos especializados y la doctrina. 
Es ineludible puntualizar que se observara con detalle la teoría jurídica garantista 
expuesta por el Doctor Luigi Ferrajoli, en ella el autor hace referencia que el 
garantismo es el punto de partida para ver en acción la legitimación del estado en su 
forma constitucional, al ser este quien goza de la facultad de ejercer la potestad 
reglamentaria bajo la imagen del legislador, esto con el fin de restringir 
aproximaciones teóricas erradas con relación a la investigación planteada. 
En análisis con el objeto de la investigación, la superintendencia de puertos y 
transporte está imponiendo sanciones a los centros de reconocimiento de 
conductores, como es el caso del establecimiento Certificando CRC. Si bien es cierto, 
las conductas y los tipos de sanciones están establecidas en una norma con rango 




sanción, toda vez que tal consideración fue establecida por el gobierno nacional en el 
decreto 1479 de 2014, lo que conlleva a una clara contravención al principio de 
legalidad (Constitución Política, 1991) amparada con la presunción de legalidad del 
mencionado decreto. 
Siendo este el punto novedoso de la investigación, toda vez que en la generalidad de 
la evolución legislativa, existe una presunción de legalidad, pero para el caso 
específico que se ocupa, lo único que se  evidencia es un acto violatorio al principio 
de legalidad, a pesar de ello la administración opta por aplicarlo, lesionando derechos 
y garantías fundamentales de los afectados, situación que solo se detectó bajo el 
análisis acucioso de la observancia ante la dinámica legislativa que se desarrolla en 
el país. 
Durante la recolección de algunos casos, donde se sanciono a algunos CRC, bajo lo 
dispuesto en el decreto 1479 de 2014, cuya naturaleza de legalidad no es pura deja 
en certeza la existencia de un actuar incompleto e ineficaz del legislador, que deja 
vacíos regulatorios, que otras entidades del ordenamiento jurídico consideran que 
pueden atribuirse la función de complementarlos recubiertos con el velo de la 
presunción del principio de legalidad. 
Lo cual se encuentra soportado al estudiar el decreto 1479 de 2014 y analizar como 
esa supuesta exclusividad de funciones asigna nadas dentro del poder estatal y como 
se ve este en ejercicio con razón a respetar la jerarquía normativa existente, puesto 
que en muchas ocasiones esos límites de ejecución  dentro de un ordenamiento 
jurídico son traspasados creando situaciones de desconocimiento del principio de 
legalidad, siendo éste esencial en la materialización del debido proceso, como 
explicación a ello se recolectaron evidencias de ciertos casos particulares en los que 
se ve aplicado este decreto que vale aclarar fue expedido por el Gobierno Nacional, 
en justificación al vacío legislativo frente a la reglamentación de la ley 1702 de 2013 
expedida por el Congreso, circunstancia que debió ser corregida por el mismo 
legislador y no por otra entidad. 
Dicha situación descrita hace que surjan ciertas incongruencias en el ejercicio limitado 
del poder estatal establecido por la constitución de 1991, dejando la necesidad de 




vulneración del “principio de legalidad y la presunción de legalidad (Constitución 
Politica , 1991) con respecto al decreto objeto de estudio. 
Lo que conllevo a su aplicación sancionatoria como se evidencio bajo la revisión 
documental de las resoluciones expedidas por la superintendencia de puertos y 
transporte. 
 
EPÍGRAFE II – Aplicación Teórico Conceptual 
 
Con razón a ello se toma como referencia el autor Roberto Hernández Sampieri con 
su obra metodología de la investigación, de la cual es para esta investigación 
importante resaltar que se utilizó como método de aprendizaje del cual se extrajo las 
herramientas suficientes para establecer y formular los planteamientos que permiten 
investigar de manera inductiva el problema propuesto, a su vez  permite esclarecer 
de forma específica los aspectos esenciales para iniciar un estudio cualitativo, como 
también se extrajo la importancia que implica una revisión documental acuciosa y 
minuciosa con relación a la validación de la hipótesis expuesta en la investigación 
cualitativa. 
Sampieri puntualiza que el planteamiento de un problema debe regirse bajo el 
cumplimiento de seis elementos primordiales que caracterizan el enfoque cualitativo, 
los cuales son: objetivos, preguntas, justificación, validez de la investigación, su 
viabilidad, determinación y evaluación de las deficiencias en el conocimiento del 
problema y definición primigenia del contexto (Sampieri Hernández, 2014, pág. 357) 
en que se desenvuelve el problema a plantear. 
A su vez el autor Sampieri precisa que el proceso cualitativo no es lineal, en cambio 
se caracteriza por ser recurrente e iterativo con una esencia arraigada de 
interpretación. 
Con razón a lo anterior cuando se inicia el proceso de investigación cualitativa, el 
primer paso como lo plantea Sampieri es el planteamiento inicial del problema de 
investigación, la cual debe incluir un propósito central, objetivos y preguntar de 
investigación determinadas, una justificación que sea acorde a su viabilidad, la 




Hernández, 2014, pág. 358) y el contexto o ambiente en que se desarrolla el 
problema. 
Es importante establecer el ambiente, contexto o campo sobre el que se desenvuelve 
el problema de investigación, por lo cual es pertinente explorarlo, examinarlo, para 
centrar el nivel de conveniencia y accesibilidad a la información con relación a estas 
dos variables. 
Después de ello, Sampieri plantea que el siguiente paso es proponer una muestra 
inicial la cual propende por definir y delimitar quienes serán los casos, cuáles serán 
las unidades o los participantes, extraer cuales son los conceptos y variables que son 
potencialmente importantes, como también señalar cuales son los lugares que se 
utilizaran como primer punto de recolección de información. 
A raíz de esta primera formulación se logra así una recolección inicial por medio de la 
observación directa, con la cual se obtiene una inmersión en el ambiente investigado, 
la refinación de los conceptos y variables considerados, lo que conlleva a que se 
ajuste o se confirme dependiendo de lo observado la muestra inicialmente planteada. 
Ese ejercicio de depuración tiene como bases auxiliares de desarrollo las anotaciones 
o notas de campo que hayan surgido durante la primera observación, las respectivas 
bitácoras, mapas, textos o medios audiovisuales que se volvieron relevantes durante 
el análisis. 
Lo cual mostrara como resultado una descripción más certera del ambiente, una 
revisión más profunda con respecto a la premisa originaria, el avance de hipótesis, 
propias de la investigación. 
Cabe señalar que la hipótesis, va generándose desde el inicio del proceso 
investigativo con enfoque cualitativo, solo que conforme se consiguen más datos, esta 
va siendo más fina en su propósito, lo que le permite ser maleable en concordancia 
con los resultados obtenidos, por lo que no es una hipótesis que se pruebe o se 
sustente estadísticamente como en otros tipos de investigación existentes. 
Dentro del desarrollo explicativo de Sampieri sobre la investigación enfoque 
cualitativo, explica que este tipo de investigación se enfoca en vislumbrar los 
fenómenos, a partir de la exploración bajo la perspectiva de los colaboradores que se 




planteado sin mayores alteraciones que las propias que ofrece el ambiente donde se 
presenta. 
Es preciso anotar que la aplicación del enfoque cualitativo se da cuando el proyecto 
ulterior es inspeccionar detalladamente la manera en que los sujetos perciben y 
experimentan los fenómenos que le rodean, socavando en su opinión, su 
interpretación y aprehensión del mismo, esta anotación también se resalta en autores 
como Punch, Morse, Lichtman, Carey, DeLyser entre otros. 
Para Sampieri es necesario que el investigador se provea del mayor conocimiento 
existente sobre su problema de investigación, razón por la cual es pertinente que el 
investigador se habitúe con el tema a investigar, esto no rompe la naturaleza del 
enfoque investigativo, si bien es cierto que el enfoque cualitativo es inductivo, el 
investigador requiere estar al tanto sobre el campo en cuestión. 
Ya contextualizado a nivel teórico, el investigador tendrá las herramientas 
argumentativas suficientes para entablar con mayor facilidad el problema de estudio, 
por lo que se abordara centralmente el objetivo fundamental de la investigación, pero 
sin descartar aquellos objetivos complementarios que pueden ayudar a enfocar lo que 
se pretende conocer. 
Desde otra concepción teórica, el autor Crewel, a su vez recomienda que para iniciar 
la investigación cualitativa es necesario plantear el propósito en un párrafo aparte y 
concentrarse en un solo fenómeno, concepto, cuestión o idea que se quiera explorar 
y comprender, tomando en cuenta que conforme avance el estudio es probable que 
se identifiquen y analicen relaciones entre varios conceptos, pero por la naturaleza 
inductiva de la investigación cualitativa no es posible anticipar dichas vinculaciones al 
inicio del proyecto (Sampieri Hernández, 2014, pág. 358), quiere decir esto a 
determinar la finalidad, el propósito o intensión del estudio investigativo propuesto. 
Con el fin de señalar las herramientas más efectivas para plantear el propósito 
investigativo, se puede optar por utilizar palabras que ayuden a identificar el tipo de 
trabajo, por ejemplo si se quiere inclinar por uno exploratorio puede recurrir por 
palabras como identificación, indagación, búsqueda, Motivo entre otras, también 
implementar verbos que aclaren la intensión fundamental del estudio y que 
actividades se realizarían para lograr la comprensión esperada del fenómeno, ejemplo 




descifrar, entre otras, el uso de los anteriores admiten la flexibilidad intrínseca de la 
investigación cualitativa. 
El investigador debe ser precavido en la anterior dinámica, toda vez que debe soslayar 
el uso de verbos que sean cercanos a una investigación cuantitativa tales como 
determinar el efecto o la influencia, así que deberá optar por verbos que sean más 
abiertos, que no estén direccionados, es decir, que denoten neutralidad investigativa. 
Esto para evitar que se limite el ejercicio investigativo, como es una investigación cuya 
característica diferenciadora es el hecho de que el fenómeno a estudiar puede estar 
sujeto a ser definido dependiendo de los sujetos que se ven influenciados por este, 
es recomendable que el investigador prefiera implementar una definición general del 
trabajo (Sampieri Hernández, 2014, pág. 359), para que sea abordable por todo tipo 
de lector. 
Es primordial que se indique cual es la estrategia por impartir, por ejemplo habrá de 
ser investigativa con teoría fundamente en casos donde se evidencia una 
problemática con altas repercusiones dentro de una grupo o comunidad determinada. 
La cual necesita ser analizada hasta encontrar el fenómeno que la causo el cual será 
identificado mediante la aplicación de teorías, que expliquen por qué se presentaron 
los casos o la muestra analizada, donde el objeto de estudio será el proceso, la acción 
o interacciones de individuos, lo anterior es aplicable como ejemplo práctico a la 
presente investigación con razón a que se busca analizar la producción interpretativa 
que surge del ente de control. 
Por otro lado, dentro de la identificación de la estrategia se podrá escoger cuales son 
los instrumentos que se implementaran para la recolección de datos y como será 
aplicados para encontrar el análisis explicativo con fundamentos teóricos que 
sustenten el porqué del fenómeno en cuestión. 
Claro está que, para darle una aplicabilidad efectiva a los instrumentos de recolección 
de datos escogidos, es oportuno mencionar con antelación los casos que serán objeto 
de estudio, por lo cual el investigador deberá estar en la capacidad de delimitar si 





Correlacionado a la anterior delimitación poblacional y temporal, el investigador 
empieza a plantear las preguntas de investigación, que serán respondidas al finalizar 
el estudio de acuerdo con los objetivos propuestos. 
El surgimiento de la justificación , es justo después del planteamiento interrogativo, 
esta es imprescindible más aun cuando requiere de la aprobación de  terceras 
personas, por lo cual para proponer una justificación valida, es imperioso retomar 
criterios como los de conveniencia, relevancia social, sus implicaciones prácticas, que 
valor teórico tiene y cuál es su utilidad metodológica, aquí se puede recurrir a algunos 
datos cuantitativos que enriquezcan la dimensión del problema investigado, sin que 
esto altere el fundamento cualitativo que se ha proyectado. 
Otro aspecto importante para desarrollar la justificación es validar su viabilidad, con 
relación al tiempo presupuestado para el estudio, y los recursos que se consideren 
pertinentes implementar para lograrlo, como también es necesario justificar cuáles 
serán las contribuciones que se reflejaran como consecuencia de la realización de la 
investigación frente al conocimiento actual que se tiene frente al fenómeno delimitado. 
No es un factor que genere atisbos de error el hecho de que se evidencie el uso de 
planteamientos que sean abiertos, expansivos, que se vayan enfocando a los 
conceptos relevantes de acuerdo con el progreso del estudio, que no estén 
direccionados en su inicio, que tengan exclusivamente fundamentos literarios, toda 
vez que estos son planteamientos propios de una investigación con enfoque 
cualitativo. 
Para efectos prácticos del desarrollo de los planteamientos cualitativos, Sampieri 
propone el uso de mapas mentales que permitan ubicar con mayor facilidad los 






(Sampieri Hernández, 2014, pág. 363) 
TABLA 4: GRÁFICO DE PLANTEAMIENTOS CUALITATIVOS 
 
Al aplicar dicha propuesta al caso en particular, se observó ciertos parámetros que 
lograron delimitar cuales son los conceptos más cercanamente vinculados al 
fenómeno objeto de investigación. 
 
TABLA 5: CUADRO EXPLICATIVO PLANTEAMIENTOS INVESTIGATIVOS. 
 
 
EPÍGRAFE III – Análisis Cualitativo 
 
Como resultado del presente análisis se extrae el anterior gráfico que permite 




que hay una disposición normativa que regula la seguridad vial (valor uno)  mediante 
los CRC, organismos de apoyo de la agencia de seguridad vial, siendo esta la ley 
1702 de 2013 (valor tres)  que a su vez tiene su reglamentación sancionatoria en el 
Decreto Reglamentario 1749 de 2014 (Valor Tres), dichas normas en su aplicación 
en el mundo jurídico han traído como consecuencia diferentes resoluciones expedidas 
por la Superintendencia de Puertos y Transporte (valor dos), las cuales tienen una 
afectación directa, en el desarrollo de las funciones de estas entidades y su economía, 
situación que se vuelve gravosa cuando no hay un confianza legítima y hay duda de 
la constitucionalidad de la norma en que se fundamente la aplicación de diferentes 
sanciones a las mencionadas. 
Con razón a esto podemos observar una aplicación práctica de lo expuesto por el 
autor Sampieri en su obra metodología de la investigación en su sexta edición, con 
ello se puede demostrar que si es viable utilizar este método pues se evidencia que 
encausa la investigación bajo el enfoque cualitativo escogido desde un inicio. 
Debe recordarse que los resultados que se logren obtener de este tipo de 
investigaciones no tienen como fin generalizarse a poblaciones extremadamente 
amplias, en cambio lo que se busca es que con estos resultados se logre comprender 
toda esa dinámica consecuencial que se dio por una vivencia y/o hechos en un 
contexto determinado que clarifican la comprensión del fenómeno de estudio. 
Si el investigador considera que no es suficiente una sola herramienta para el 
planteamiento de la investigación cualitativa, puede recurrir a lo expuesto por el autor 
Creswell. 
Quien expone que, el investigador puede partir de la elección de un verbo que le 
permita sintetizar la intensión esencial de la investigación, verbos como identificar, 
explorar, generar, comprender, entender, examinar entre otros, esto deben ir en 
relación con el fenómeno o tema propio de estudio. 
Luego de ello el investigador deberá optar por realizar una búsqueda de casos que 
cumplan con por requisitos mínimos, quiere decir esto que al abstraer la substancia 
del caso sea demostrable que es concordante al tema de estudio, para ello debe 
delimitarse como en otros ejercicios anteriormente expuestos el ambiente, contexto 




Debe entenderse que los planteamientos cualitativos propuestos por el investigador 
al finalizar cualquiera de las dos vías anteriormente expuestas, se convierten en un 
plan de exploración, que serán necesarios más aun cuando en el investigador se 
despierta esa necesidad imperiosa de encontrar el porqué de las experiencias y los 
valores, como el punto de vista de las personas, el ambiente y/o el contexto que se 
escogió para su estudio. 
Para mayor entendimiento de ello, se considera pertinente resaltar lo expuesto por 
Patton en 2002, puesto que en su estudio , él identifica unas áreas y necesidades 
específicas para los planteamientos cualitativos más aun cuando esta versa sobre 
procesos que incluyen interpretación del mismo, las áreas que el expone se centran 
el que el foco de la investigación esta alimentado o soportado por las diversas 
experiencias que tuvieron los participantes con relación al proceso observado, 
determinando cuales son los resultados individuales que se obtienen de esas 
experiencias 
Durante este ciclo debe recolectarse información amena en detalles que revelen datos 
con profundidad sobre el proceso, juega un papel importante la identificación de la 
naturaleza y características que sean únicas en los individuos que se tomaron como 
recurso de estudio. 
Claro está que el estudio investigativo no puede versarse exclusivamente sobre las 
propuestas teóricas de un solo autor, razón por la cual motiva a renunciar a autores 
como Mertens y Preissle, quienes consideran que la aplicación de una investigación 
cualitativa tiene altos niveles de eficacia en casos en que el objeto de estudio sea 
bastante complejo de medir o sus referencias anteriores de estudio son muy 
superficiales y sin mayores datos relevantes, por lo cual es relevante que durante la 
indagación cualitativa exista una presencia activa del investigador en el contexto. 
Por otro lado, como se mencionó someramente , durante la investigación cualitativa 
existe el rol de revisión de la literatura, la literatura que por motivos de lógica debe 
referenciarse sobre otros estudios con enfoque cualitativo es apreciable para  abstraer 
conceptos claves y retroalimentarlos con ideas sobre los métodos de recolección de 
datos y análisis, que conllevara a un mayor entendimiento de los resultados que se 
obtengan, distinguiendo así las categorías relevantes y alcanzar una mejor 




Durante esta dinámica investigativa, no se debe dejar de lado la proposición de una 
hipótesis de investigación, si bien es cierto esta tiene un  rol diferente cuando el 
estudio planteado tiene un enfoque cualitativo, no es posible desvalorizarla, 
menospreciarla y olvidarla, esto con razón a que la hipótesis en el trabajo cualitativo 
se  caracteriza por ser general, flexible, maleable, contextual y constantemente 
emergente, la cual con la evolución investigativa se ira afianzado, ya que es adaptable 
a la recopilación de datos, sus resultados y demás variables. 
Es propio de la hipótesis investigativa que no sea establecida desde el inicio o antes 
de la recolección de datos, en cambio durante el desarrollo investigativo, la hipótesis 
empezara a tomar cimientos y formas, que siempre podrá verse permeada por las 
reflexiones del investigador y las circunstancias plausibles que se desemboquen. 
En concordancia a lo anterior, el investigador luego de realizar la ardua tarea pero 
infalible de proyecta el planteamiento inicial y la revisión literaria, debe continuar con 
tener un contacto directo con el campo seleccionado, esto implica que al ya tener 
elegido el contexto y/o lugar apropiado se empezara a responder las preguntas de 
investigación planteadas. 
Cabe resaltar que el ámbito delimitado puede incluir tantas variables como el 
planteamiento del problema pueda contemplar, es por ello por lo que se deberá hacer 
una definición geográfica, que puede adaptarse con el avance investigativo, ya que 
dependiendo de las primeras observaciones el investigador tendrá a su libre albedrio 
escoger si deberá ampliar o reducirlo dependiendo de lo que se pretenda demostrar 
vía análisis investigativa. 
Para ello es ineludible explorar el contexto inicialmente seleccionado, esto implicar 
evaluarlo para acreditar  que es el contexto adecuado, se debe contemplar la variable 
de tiempo, es decir, existen dos dimensiones que son fundamentales con relación al 
ambiente, los cuales son conveniencia y accesibilidad, donde se evalúa si el ambiente 
seleccionado está compuesto por los casos, personas, eventos, situaciones y hechos 
que se necesitan para darle una respuesta a las preguntas investigativas planteadas 
y su factibilidad de recopilación de datos , puesto que el ambiente o el contexto 
permite acceder a la información es una condición ineludible para lograr continuar con 




Pero no debe precipitarse a asegurar que es el ambiente adecuado, solo con 
observaciones básicas y superficiales, el investigador tiene la obligación de definir en 
qué lugares con exactitud se realizara a la recolección de datos y validar si esto no 
afecta la muestra que se necesita. No se puede escatimar en ningún detalle que se 
observe en el ambiente, pues se deberán valorar tanto aspectos implícitos como 
explícitos, sin que se vea influenciado por puntos de vista y sin afectar la dinámica 
propia del contexto. 
A su vez es inconcebible pensar en los participantes solo como un recurso 
investigativo, si no como un conglomerado que debe ser analizado y comprendido, 
esto conllevara a empezar a formar un punto de vista interno del investigador respecto 
de la relación contexto y el planteamiento del problema, refinando una vista más 
analítica. 
Para organización de los datos que se recolecten, el investigador tendrá que empezar 
clasificarla en mapas, esquemas, cuadros y/u otro mecanismo que considera practico 
para la clasificación de esa información adquirida, esa clasificación deberá ir 
acompañada de descripciones que justifiquen es el mecanismo de filtro documental 
implementado.  
Debe implementarse mecanismos e instrumentos de recolección toda vez que las 
observaciones que se conforman durante el primer contacto con el ambiente, tienden 
a ser múltiples, poco centrales , incluyen muchas variables y son por lo general muy 
abiertas o abstractas, ya que no existe un punto central y/o focal sobre el cual el 
investigador tenga puesto su interés, solo con el paso de la observación empezara a 
depurar y filtrar aquellos aspectos que son realmente notables e importantes para la 
investigación y que se imbrican correctamente con el planteamiento del problema con 
relación a su adaptabilidad propia por ser cualitativa. 
El muestro en la investigación cualitativa, se encuentra enfocada por uno o varios 
propósitos, la cual se determina después de realizar la primera observación, es 
ajustable durante la investigación, se centra en encontrar tipos de casos o en 
unidades de análisis que se encuentran en el ambiente o contexto, para lo cual tiene 
en cuenta preceptos como la naturaleza de fenómeno, la capacidad de recolección y 




Esta etapa de selección de muestreo no es necesariamente secuencial, puesto que 
se empieza a delimitar desde los inicios mismos del planteamiento del problema, esto 
se ve muy influenciado por la escogencia del contexto como en su momento fue 
explicado. 
Por lo general se debe contemplar algunos factores para determinar el número de 
casos, ellos son; determinar la capacidad operativa para la recolección y análisis, es 
decir delimitar el número de casos que el investigador puede esgrimir de acuerdo con 
los recursos con los que cuenta. 
A su vez es relevante el entendimiento que se dará sobre el fenómeno, el cual se 
determinará de acuerdo con el número de casos que será necesario analizar para dar 
una respuesta argumentada a las preguntas de investigación planteadas, se debe 
contemplar por último la naturaleza propia del fenómeno, esto implica el establecer el 
nivel de accesibilidad de la información que se requiere. 
Para mayor entendimiento se abstrae la explicación dado por el autor Neuman, quien 
explica que en la indagación cualitativa el tamaño de muestra no se fija a priori (antes 
de la recolección delos datos), sino que se establece un tipo de unidad de análisis y 
a veces se perfila un número aproximado de casos, pero la muestra final se conoce 
cuando las nuevas unidades que se añaden ya no aportan información o datos 
novedosos, aun cuando agreguemos casos extremos. (Sampieri Hernández, 2014, 
pág. 385) 
 
Sin embargo, esto no implica una imposición de mantener un tamaño mínimo de 
muestra, pues ello depende de cada estudio cualitativo, no existen parámetros únicos 
de muestreo. 
 
Para ello el investigador puede optar por ejemplo por implementar tablas de muestra, 
que serán utilizadas como un marco de referencia exclusiva del investigador, puesto 
que como dice el doctor Roberto Hernández Galicia, las investigaciones con enfoque 
cualitativo son como los trajes hechos a la medida de las circunstancias, lo que se 
busca es que los casos que se seleccionen provean un sentido amplio de 




que ese tipo definido inicial de unidades determinadas puede ser ajustada, modificada 
o cambiada dependiendo de la dinámica que se vaya evidenciando en la 
investigación. 
 
En el ejercicio aplicable de la metodología de investigación, de acuerdo con lo 
expuesto por Sampieri, ocupa señalar específicamente el tipo de muestra que se 
implementa, para ello Sampieri la bautiza bajo el concepto de la muestra de casos 
tipo, este tipo de muestra tiene como eje la profundidad y la calidad de la información, 
no es primordial entonces la cantidad como tampoco la estandarización. 
Como nota a resaltar, es importante indicar que durante el proceso de inmersión inicial 
en el ámbito, inmersión integral, elección de los casos y la muestra, se debe tener en 
cuenta el planteamiento del problema, el cual compone el elemento central que da la 
pauta todo el proceso, pero tales acciones logran hacer que el planteamiento se 
transforme de acuerdo con la realidad del estudio, la cual es edificada por el 
investigador, el escenario, los participantes y las interacciones entre estos, por lo que 
el planteamiento persistentemente estará sometido a revisión y transformaciones. 
Correlacionado a la explicación de la metodología de la investigación aplicada al 
estudio propuesto, es pertinente señalar; como mecanismo de recolección de 
información se implementa una matriz conceptual, que permitirá la clasificación y filtro 
de la información que se recopilo a lo largo de la investigación.  
 
Esta matriz se considera como instrumento esencial para la correcta implementación 
del método y el análisis del campo documental revisado, como premisa de desarrollo 
y respuesta al planteamiento investigativo propuesto desde el inicio. 
Razón por la cual se muestra a modo de gráfico o tabla de referencia, la matriz que 
desarrolla de una manera practica el análisis de la información y datos recopilados 
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TABLA 6: MATRIZ CONCEPTUAL APLICADA. 
 
El determinar estos conceptos, simplifica la actividad de clasificación de información, 
puesto que debe recordarse que el análisis de información es proceso ecléctico, 
implica varias perspectivas y que sistemáticamente puede ser flexible, el análisis 
cualitativo es mayormente contextual. 
Por lo que requiere estudiar cada dato encontrado en sí mismo y su relación con los 
demás, normalmente es un análisis dinámico, puesto que se está siempre en un ir y 
venir comparativo entre los nuevos datos encontrados y en los primeros, para lograr 
unificar significados, interpretaciones, lo que conlleva innegablemente a una 
expansión de la base de datos, hasta que se considere necesario para la 
investigación.  
Un punto para determinar que se está cerca al cierre del análisis investigativo, es 
cuando al hacer la revisión documental, ya no es posible determinar información que 




abstrae que las observaciones se van encausando para resolver el planteamiento del 
problema. 
Es pertinente señalar que durante la investigación cualitativa lo que se pretende es 
formar un trabajo con cimientos de calidad que justifique la metodología de la 
investigación implementada, la cual debe ir correlacionada con la validez y la 
objetividad, sin que esto implique permearse por parámetros meramente 
cuantitativos. 
Otro aspecto a tener en cuenta en el desarrollo metodológico, es soportar la 
credibilidad de la investigación, quiere decir esto que el investigador debe estar en la 
capacidad de abarcar el significado integral de los casos analizados que tienen un 
vínculo directo con el planteamiento del problema, y el cómo se exterioriza esas 
reflexiones creadas, en otras palabras representa la correspondencia que existe entre 
los directamente afectados (caso en particular) y su percepción con el fenómeno 
planteado y la forma en como el investigador correlaciona estos desde su percepción. 
Si bien es cierto, el criterio de transferencia, no será con el fin de generalizar los 
resultados de un conjunto delimitado a cualquier otro, la esencia de los resultados 
encontrados en la investigación deberían servir como pauta aplicativa en otros 
contextos para tener una idea cercana sobre el problema investigado y la posibilidad 
de aplicar algunas soluciones planteadas a esos casos dados en otros ambientes, 
remarcando que dicha transferencia siempre será parcial pues las características de 
los ambientes nunca será igual.  
Al ser una investigación cualitativa, debe propender por limitar la influencia de sesgos 
y tendencias propias del investigador bajo el criterio de confirmación, el cual involucra 
realizar el rastreo de datos con su respectiva fuente bajo una lógica explicación 
interpretativa que deja por fuera la influencia de la subjetividad propia del estudioso. 
Por ultimo otro aspecto importante para el desarrollo metodológico de la investigación, 
es el énfasis que se hace en la importancia de realizar un análisis e interpretación 
normativa , pues existen atisbos de contravía de protección de los derechos, es por 
ello que se enfoca en entender teóricamente y averiguar cómo funciona en la praxis 
del derecho, cabe resaltar que la interpretación jurídica permite conocer datos 
importantes sobre la naturaleza de la normatividad y su influencia en su práctica ante 




Esta postura, confirma la tesis de que, en ordenamiento normativo legal, la 
identificación de los problemas jurídicos y sus posibles soluciones se encuentran a 
cargo solamente de la función legislativa, por lo que es propio de la interpretación 
jurídico-normativa, la actividad de análisis gramatical, lógica consecuencial en el 
texto, que contribuyen a un acercamiento reconstructivo de lo pensado por el 
legislador en su momento de creación de las normas reguladoras. 
Como la naturaleza del conjunto normativo sujeto de análisis tiene una génesis a 
natural que el sistema dinámico jurídico propone, hace que llame la atención la 
ineludible tarea de revisar exhaustivamente la consecución de todos aquellos factores 
que contribuyeron al surgimiento de esa normatividad irregular. 
Es por ello por lo que se parte de las premisas interpretativas como la definición de la 
autoridad de las disposiciones jurídicas, su obligatoriedad, su aplicación y su relación 
con el desarrollo general del ordenamiento jurídico. Dando lugar a la proposición de 
que la interpretación normativa es primordial para renovar continuamente, la esencia 



















EPÍGRAFE I:  La Superintendencia de Puertos y Transporte no investiga 
y sanciona a personas naturales o jurídicas propietarias de los CEA y 
CRC  
 
De acuerdo con el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011 que es aplicable a las 
investigaciones administrativas que adelanta la referida superintendencia, en la 
formulación de los cargos y en la apertura de la investigación, así como en la decisión 
sancionatoria o absolutoria, se debe dirigir contra una persona natural o jurídica 
Sin embargo la parte motiva, como en la resolutiva de las Resoluciones 31612 de 16 
de julio de 2018, 30772 de 10 de julio de 2018, 31611 de 16 de julio de 2018, se cursa 
la investigación, formulación y decisión contra unos establecimientos de comercio 
como lo son CENTRO DE ENSEÑANZA INSTITUTO DE CONDUCTORES 
COLOMBIA, CEA CANTOR, CEA ARODAR, y que se acreditan con los números de 
matrículas mercantil  2150442, 1152279, 2690913, respectivamente, que se invocan 
en las mismas Resoluciones mencionadas, lo que es jurídicamente imposible, ya que 
de acuerdo con el artículo 25 del Código de Comercio se entenderá por empresa toda 
actividad económica organizada para la producción, transformación, circulación, 
administración o custodia de bienes, o para la prestación de servicios. Dicha actividad 
se realizará a través de uno o más establecimientos de comercio (Constitución 
Política, 1991). 
Por su parte el artículo 515 señala que se entiende por establecimiento de comercio 
un conjunto de bienes organizados por el empresario para realizar los fines de la 
empresa. Una misma persona podrá tener varios establecimientos de comercio, y, a 
su vez, un solo establecimiento de comercio podrá pertenecer a varias personas, y 
destinarse al desarrollo de diversas actividades comerciales (Constitución Política, 
1991). 
El artículo 516 del Código de Comercio expresa que salvo estipulación en contrario, 
se entiende que forman parte de un establecimiento de comercio: 




2) Los derechos del empresario sobre las invenciones o creaciones industriales o 
artísticas que se utilicen en las actividades del establecimiento; 
3) Las mercancías en almacén o en proceso de elaboración, los créditos y los demás 
valores similares; 
4) El mobiliario y las instalaciones; 
5) Los contratos de arrendamiento y, en caso de enajenación, el derecho al 
arrendamiento de los locales en que funciona si son de propiedad del empresario, y 
las indemnizaciones que, conforme a la ley, tenga el arrendatario; 
6) El derecho a impedir la desviación de la clientela y a la protección de la fama 
comercial, y 
7) Los derechos y obligaciones mercantiles derivados de las actividades propias del 
establecimiento, siempre que no provengan de contratos celebrados exclusivamente 
en consideración al titular de dicho establecimiento (Constitución Política, 1991). 
Luego es persona el comerciante o empresario, siendo sujeto de derechos, que 
organiza una actividad como la del CEA en la prestación de los servicios de formación 
de conducción, bien sea mediante uno o más establecimientos de comercio, esto es, 
empleando un conjunto de bienes que organizados le permiten alcanzar los fines de 
su empresa, o sus propósitos personales. 
Por lo que un establecimiento de comercio como lo son los arriba mencionados a los 
que se abren investigaciones administrativas por las referidas Resoluciones no es 
posible ya que no es persona, ni un ente que pueda ser considerado dentro de un 
procedimiento administrativo, lo que implica que no tienen ninguna capacidad para 
hacerse parte en el mismo, lo que es contrario al ordenamiento jurídico, ya que el 
llamado a responder es el propietario, sea la persona natural o jurídica. 
La Superintendencia de Puertos y Transporte no realiza un debido proceso de 
subsunción típica tanto en la formulación de los cargos como en la decisión 
sancionatoria 
Se sostiene en las Resoluciones 31612 de 16 de julio de 2018, 30772 de 10 de julio 
de 2018, 31611 de 16 de julio de 2018, que los establecimientos de comercio 




CANTOR, CEA ARODAR presuntamente no mantiene la totalidad de las hojas de 
vida y la información de los instructores bajo su servicio, razón por la cual no se puede 
evidenciar si se encuentra firmado el documento de compromiso sobre el acatamiento 
de las reglas definidas por el CEA, con lo que se infringe lo consagrado en el numeral 
5.1.3 del anexo II de la Resolución 3245 de 2009 y el numeral 17 del artículo 19 de la 
Ley 1702 de 2013. 
Con relación a este cargo se debe afirmar que en las Actas de la visita de las 
inspecciones realizadas a dichos centros se señaló que no hay documentación 
actualizada de todos los instructores registrados en el RUNT, ya verificado el mismo 
sistema sólo hay documentación de alguno de ellos.  
En tanto que en el Informe de las profesiones comisionadas se dijo que no se 
mantiene actualizadas las hojas de vida, así como no se cuenta con la totalidad de 
las hojas de vida de los instructores registrados ante el RUNT. 
Como puede verse, la concreción del cargo no se corresponde con los hallazgos 
revelados ni en el acta de inspección, ni en el informe realizado, ya que si hay 
información de los instructores que están bajo servicio de los menciona estados 
establecimientos de comercio, que no estaba actualizada, según el cotejo realizado 
con el RUNT. 
Luego es muy diferente no mantener la totalidad de la hoja de vida y la información 
de los instructores, a no tenerla actualizada, lo que implica una indebida adecuación 
o proceso de subsunción típica. 
Lo anterior por cuanto al momento de encuadrar hechos en supuestos de infracción 
que permitan abrir una investigación administrativa, puesto que se afirma que se 
infringe lo consagrado en el artículo 5.1.3 de la Resolución 3245 de 2009 que sólo 
comprende lo relativo al documento de compromiso, pero que no incluye que falte o 
se incompleto el registro de las hojas de vida de los instructores, y que no puede ser 
objeto de adecuación típica de manera analógica, invocando por ejemplo el numeral 
17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013, ya que en el cargo formulado en dichas 
Resoluciones no se expresa norma legal alguna que determine que se prohíbe 
expresamente no contar con el registro de hojas de vida y de información de los 




Igualmente, en dichas Resoluciones se sostiene que dichos establecimientos de 
comercio presuntamente no cuentan con las adaptaciones a sus vehículos, con lo que 
se infringe lo consagrado en el artículo 6 de la Resolución 3245 de 2009 y el numeral 
17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
De acuerdo con las Actas de la visita de inspección se manifestó que no se pudo 
evidenciar que contaban con las adaptaciones, como el doble pedal, el banderín de 
identificación, entre otros, al no encontrarse los mismos en las instalaciones de dichos 
establecimientos de comercio. Lo anterior fue ratificado en el informe rendido por los 
inspectores. 
Como se puede ver el encuadramiento de la infracción es errada puesto que se parte 
de una constatación inexistente de vehículos que no estaban presentes durante la 
realización de la inspección surtida por funcionarios de la superintendencia, porque 
¿cómo puede afirmase que presuntamente los vehículos no cuentan con las 
adaptaciones si no fueron revisados directa y visualmente por los funcionarios? 
Por lo que dichos cargos no se concretan en una infracción bajo un hecho concreto, 
consumado y constatado, ya que brilla por su ausencia en dichas Resoluciones, y 
que, por supuesto sería constitutiva de la máxima cláusula del debido proceso, del 
respeto a la reserva de ley en la configuración del supuesto de infracción sobre el que 
se hace la adecuación típica. 
Ya que para verificar que se cumplen las condiciones establecidas en el artículo 6 de 
la Resolución 3245 de 2009 era preceptivo que en dichas visitas se hubiesen 
sometido a verificación de las mismas a las motos y vehículos. 
Fíjese entonces que, la Resolución 3245 de 2009 que utiliza la superintendencia para 
adecuar el comportamiento de los CEAS y CRC en los numerales del artículo 19 de 
la Ley 1702 de 2013, no permite inferir que fije una prohibición, sino que establece un 
deber u obligación al que debe sujetar su actividad todo CEA y CRC. 
Lo cierto es que esta norma no determina una infracción típica como ocurre en los 
procedimientos administrativos sancionatorios siguiendo lo establecido en el artículo 
47 de la Ley 1437 de 2011, ya que el artículo 3 del Decreto 1479 de 2014 que regula 
el procedimiento sancionatorio especialmente para este sector no especifica los 




investigación, y otra falla es que sólo se realizó UNA SOLA visita de inspección sin 
haber dado oportunidad a que basado en las mismas observaciones se surtiera otra 
diligencia que permitiera verificar si se había ajustado lo observado por los 
funcionarios de la superintendencia.  
Debe tenerse en cuenta que el artículo 3 del Decreto 1479 de 2014 aplicable a este 
procedimiento establece que una investigación como esta iniciada oficiosamente se 
debe soportar en LAS VISITAS, no en una sola, por virtud de las facultades de 
inspección y vigilancia que tiene la Superintendencia, y que debe acompañarse a 
otras averiguaciones preliminares que brillan por su ausencia, por lo que el caudal 
mínimo probatorio exigido por dicha norma no se cumple a cabalidad en las 
Resoluciones 31612 de 16 de julio de 2018, 30772 de 10 de julio de 2018, 31611 de 
16 de julio de 2018. 
Si esto es así, debe exigirse a la Superintendencia que se dé cumplimiento estricto a 
lo consagrado en el artículo 3 del Decreto 1479 de 2014 y al 47 de la Ley 1437 de 
2011, en especial este último que señala que en la formulación de los cargos se debe 
señalar con precisión y claridad, los hechos que lo originaron, pero resulta que 
esto no ocurre en todos los cargos, por lo que es procedente que ella corrija esa 
anomalía, ya que las exigencias mínimas del procedimiento administrativo especial y 
del general en materia sancionatorio son imperativas por virtud del respeto del 
derecho constitucional a los derechos de defensa y de debido proceso de los artículos 
28 y 29 de la Constitución, siempre preservando el principio de legalidad de las 
actuaciones y decisiones administrativas que le es exigible a la superintendencia. 
En síntesis, se presenta una indebida adecuación típica producto de la omisión de la 
superintendencia en realizar el proceso de subsunción típica. Esto por cuando, por 
ejemplo, el núcleo factico de este cargo NO aportó registros que permitieran 
demostrar que los procesos de formación y certificación de estudiantes se cumplieran 
eficazmente, lo califica ese hecho como una transgresión al numeral 4.5.1 anexo II de 
la Resolución 3245 de 2009, y por ende se encuadra expresamente en la conducta 
señalada en el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Un debido proceso de subsunción típica hubiera hecho por lo menos esto: 1. Fijar 
como primera medida sí la conducta de no aportar registros que permitieran 




eficazmente, es violatoria del numeral 4.5.1 anexo II de la Resolución 3245 de 2009; 
y sí 2. Dicha violación se adecua al numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Al margen de sí fue o no violatoria la conducta del CEA del numeral 4.5.1 anexo II de 
la Resolución 3245 de 2009, vamos a suponer que en efecto lo fue, y se aclara que 
es una mera suposición, pues esto lo hago para realizar el proceso de subsunción 
típica. En efecto, dicha norma señala lo siguiente: 
Centro de Enseñanza Automovilística debe mantener un Sistema de Registro para 
cumplir con la reglamentación, que incluya un medio para confirmar el estado de una 
persona formada y certificada. Los registros deben demostrar que los procesos de 
formación y certificación se han cumplido eficazmente, particularmente con respecto 
a la asistencia a la capacitación, cumplimiento de la intensidad horaria, tanto teórica 
como práctica; para el caso de los instructores, el número de horas dictadas por cada 
uno de ellos y otros documentos relativos a otorgar o negar la certificación, tales como 
pruebas adicionales, requeridas por los instructores que sirvan de apoyo a la 
evaluación y diagnóstico (Ministerio Transporte, 2009). 
De la norma citada se extrae que allí se consagra un deber de los CEAS en cuanto a 
los registros que constaten que las capacitaciones a los aspirantes a conductores fue 
realizada con la intensidad horaria requerida para otorgar la certificación de aptitud 
en conducción, y en el caso de los instructores, el deber de llevar un registro de las 
horas que dictan, y la constancia de cómo fue el proceso de evaluación y diagnostico 
que sirvió de apoyo para otorgar o negar la certificación de aptitud en conducción. 
La superintendencia en la formulación del cargo maneja un tipo de razonamiento 
deductivo que a modo de silogismo le permite llegar a afirmar que sí se viola el 
numeral 4.5.1 anexo II de la Resolución 3245 de 2009, automáticamente se incurre 
en la conducta establecida en el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Sin embargo, dicha apreciación es errónea pues como se verá a continuación, la 
violación de dicha resolución no permite adecuarla en los supuestos contenidos en el 
numeral 17. 
En efecto, el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013 señala como falta la 
siguiente conducta: No atender el régimen de prohibiciones señalado en las normas 




Es decir que la conducta sancionable es no atender el régimen de prohibiciones y el 
complemento o la remisión de dichas prohibiciones se encuentran señalados en las 
normas legales y reglamentarias. Al efectuar dicha remisión la superintendencia 
acude al numeral 4.5.1 anexo II de la Resolución 3245 de 2009. Tal y como se 
estableció en líneas arriba, dicha norma estable un deber de mantener y un deber de 
demostrar los registros de los procesos de certificación en los términos allí contenidos.  
Fíjese que el numeral 4.5.1 anexo II de la Resolución 3245 de 2009 no consagra una 
prohibición, una abstención o una obligación de no hacer. Por el contrario, señala la 
manera o forma en que los CEAS deben operar su sistema de registro, sin consagrar 
prohibición alguna, deviniendo de esa manera la atipicidad de la conducta de los CEA 
estudiados. 
Como puede observarse, el proceso de subsunción típica fue obviado por la 
superintendencia, pues sí lo hubiera realizado la conclusión no habría sido 
sancionatoria, y mucho menos habría dado lugar a la apertura de una investigación 
administrativa. 
Igualmente, se presenta una indebida adecuación típica producto de la omisión de la 
superintendencia en realizar el proceso de subsunción típica en este cargo que el 
CEA aportó formatos de evaluación sin firma de los instructores y califica ese hecho 
como una transgresión al numeral 6.2.3 del anexo II de la Resolución 3245 de 2009, 
y por ende se encuadra expresamente en la conducta señalada en el numeral 17 del 
artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Un debido proceso de subsunción típica hubiera hecho por lo menos esto: 1. Fijar 
como primera medida sí la conducta de no aportar los formatos de evaluación sin 
firma de los instructores, es violatoria del numeral 6.2.3 del anexo II de la Resolución 
3245 de 2009; y sí 2. Dicha violación se adecua al numeral 17 del artículo 19 de la 
Ley 1702 de 2013. 
Al margen de sí fue o no violatoria la conducta del CEA del numeral 6.2.3 del anexo 
II de la Resolución 3245 de 2009, vamos a suponer que en efecto lo fue, y se aclara 
que es una mera suposición, pues esto lo hago para realizar el proceso de subsunción 




El Centro de Enseñanza Automovilística consignará los resultados parciales y totales 
de la evaluación debidamente firmados por los instructores. Estos resultados 
parciales y totales se diligenciarán en el formato que para el efecto determine el 
Centro de Enseñanza Automovilística. 
De la norma citada se extrae que allí se consagra un deber de los CEAS en cuanto a 
la consignación en los formatos que para el efecto determine el CEA de los resultados 
parciales y totales de la evaluación que se realice a los aspirantes a conductores. Y 
el deber de que dicha evaluación esté firmada por los instructores. 
Lo mismo ocurre en la formulación de este cargo en que el CEA no lleva numeración 
consecutiva anual de los informes de formación y evaluación desde el inicio de sus 
operaciones. Y califica ese hecho como una transgresión al numeral 4.5.3 del anexo 
II de la Resolución 3245 de 2009, y por ende se encuadra expresamente en la 
conducta señalada en el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Un debido proceso de subsunción típica hubiera hecho por lo menos esto: 1. Fijar 
como primera medida sí la conducta de no llevar la numeración consecutiva anual de 
los informes de formación y evaluación desde el inicio de sus operaciones, es 
violatoria del numeral 4.5.3 del anexo II de la Resolución 3245 de 2009; y sí 2. Dicha 
violación se adecua al numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Al margen de sí fue o no violatoria la conducta del CEA del numeral 4.5.3 del anexo 
II de la Resolución 3245 de 2009, vamos a suponer que en efecto lo fue, y se aclara 
que es una mera suposición, pues esto lo hago para realizar el proceso de subsunción 
típica. En efecto, dicha norma señala lo siguiente: 
El Centro de Enseñanza Automovilística llevará una numeración consecutiva anual 
de los informes de formación y de evaluación desde el inicio de sus operaciones. 
De la norma citada se extrae que allí se consagra un deber de los CEAS en cuanto a 
llevar una numeración consecutiva anual de los informes de formación y de 







EPÍGRAFE II: Análisis Formulación Cargos Emitidos Superintendencia 
 
La superintendencia en la formulación del cargo maneja un tipo de razonamiento 
deductivo que a modo de silogismo le permite llegar a afirmar que sí se viola el 
numeral 4.5.3 del anexo II de la Resolución 3245 de 2009, automáticamente se 
incurre en la conducta establecida en el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 
2013, por lo que se precisa que la anterior evaluación es equivoca pues como se 
evidencia la violación de dicha resolución no permite ajustarla en los supuestos 
contenidos en el numeral 17. 
Se presenta en la formulación del cargo en que el CEA no reporta en línea y en tiempo 
real al Registro Único Nacional del Tránsito –RUNT- los cursos de capacitación 
efectuados Y califica ese hecho como una transgresión al numeral 13 del artículo 
2.3.1.7.1 del Decreto 1079 de 2015, y por ende se encuadra expresamente en la 
conducta señalada en el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013.  
Un debido proceso de subsunción típica hubiera hecho por lo menos esto: 1. Fijar 
como primera medida sí la conducta de no reportar en línea y en tiempo real al RUNT 
los cursos de capacitación efectuados, es violatoria del numeral 13 del artículo 
2.3.1.7.1 del Decreto 1079 de 2015; y sí 2. Dicha violación se adecua al numeral 17 
del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Al margen de sí fue o no violatoria la conducta del CEA del numeral 13 del artículo 
2.3.1.7.1 del Decreto 1079 de 2015, vamos a suponer que en efecto lo fue, y se aclara 
que es una mera suposición, pues esto lo hago para realizar el proceso de subsunción 
típica. En efecto, dicha norma señala lo siguiente: 
Artículo 2.3.1.7.1. Deberes y obligaciones de los Centros de Enseñanza 
Automovilística. Son deberes y obligaciones de los Centros de Enseñanza 
Automovilística los siguientes: 
(…) 13. Reportar por medios electrónicos en línea y tiempo real los cursos de 
capacitación efectuados a todos los alumnos en las condiciones y oportunidad 




De la norma citada se extrae que allí se consagra un deber y una obligación de los 
CEAS en cuanto al reporte de los cursos de capacitación, que debe ser en línea y en 
tiempo real, bajo las condiciones y oportunidad exigidas en las normas respectivas. 
 La superintendencia en la formulación del cargo maneja un tipo de razonamiento 
deductivo que a modo de silogismo le permite llegar a afirmar que sí se viola numeral 
13 del artículo 2.3.1.7.1 del Decreto 1079 de 2015, automáticamente se incurre en la 
conducta establecida en el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. Con 
todo respeto, dicha apreciación es errónea pues como se verá a continuación, la 
violación de dicha resolución no permite adecuarla en los supuestos contenidos en el 
numeral 17. 
En efecto, el numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013 señala como falta la 
siguiente conducta: No atender el régimen de prohibiciones señalado en las normas 
legales y reglamentarias. Es decir que la conducta sancionable es no atender el 
régimen de prohibiciones y el complemento o la remisión de dichas prohibiciones se 
encuentran señalados en “las normas legales y reglamentarias. Por el contrario, 
señala la manera o forma en que los CEAS deben llevar a cabo el reporte de los 
cursos de capacitación, que debe ser en línea y en tiempo real, bajo las condiciones 
y oportunidad exigidas en las normas respectivas, sin consagrar prohibición alguna, 
deviniendo de esa manera la atipicidad de la conducta del CEA.  
Así mismo, esto se presenta en la formulación del cargo en que el CEA no discriminan 
de manera específica los valores de precios al usuario del servicio y los pagos de 
terceros. Y califica ese hecho como una transgresión del artículo 5 de la Resolución 
1208 de 2017, y por ende se encuadra expresamente en la conducta señalada en el 
numeral 17 del artículo 19 de la Ley 1702 de 2013. 
Un debido proceso de subsunción típica hubiera hecho por lo menos esto: 
 1. Fijar como primera medida sí la conducta de no discriminar de manera específica 
los valores de precios al usuario del servicio y los pagos de terceros, es violatoria del 
artículo 5 de la Resolución 1208 de 2017; y sí 2. Dicha violación se adecua al numeral 




Al margen de sí fue o no violatoria la conducta del CEA del artículo 5 de la Resolución 
1208 de 2017, vamos a suponer que en efecto lo fue, y se aclara que es una mera 
suposición, pues esto lo hago para realizar el proceso de subsunción típica.  
En efecto, dicha norma señala que los Centros de Enseñanza Automovilística 
deberán expedir facturas por la prestación del servicio a los usuarios al momento de 
solicitar la capacitación. 
Estas facturas discriminaran de manera específica los valores de precios al usuario 
del servicio y los pagos de terceros, que deban transferirse al Fondo Nacional de 
Seguridad Vial, así como el valor correspondiente al Registro Único Nacional de 
Transito (RUNT), al Sistema de Vigilancia de la Superintendencia de Puertos y 
Transporte y los impuestos aplicables. 
De la norma citada se extrae que allí se consagra un deber de los CEAS en cuanto a 
expedir facturas por la prestación del servicio, discriminando de manera específica 
los valores de precios al usuario del servicio y los pagos de terceros. 
 
 
EPÍGRAFE III – Análisis Argumentativa Legal Aplicada por Superintendencia. 
 La Superintendencia de Puertos y Transporte no motiva sus decisiones 
sancionatorias y tampoco decreta y practica las pruebas que le solicitan los CEA y 
CRC 
Debe tenerse en cuenta que a los actos administrativos y en especial los que 
sancionan se les exige contar con un suficiente, completa y total motivación.  
Para llegar a ello debe respetarse durante el trámite de la investigación administrativa 
la práctica de la totalidad de las pruebas que se soliciten por el investigado y los que 
la superintendencia hubiese determinado practicar, y en caso necesario pronunciarse 
desechando la práctica de dicha prueba, pero al conocimiento de los establecimientos 
de comercio CENTRO DE ENSEÑANZA INSTITUTO DE CONDUCTORES 
COLOMBIA, CEA CANTOR, CEA ARODAR, nunca les llegó o se notificó tal decisión. 
Lo que es contrario al artículo 29 de la Constitución respecto del cual la Corte 




derecho a ser oído y a disponer de todas las posibilidades de oposición y 
defensa en juicio, de acuerdo con el clásico principio audiatur et altera pars, ya 
que de no ser así, se produciría la indefensión. La garantía consagrada en el art. 
29 C.P., implica al respecto del esencial principio de contradicción de modo que 
los contendientes, en posición de igualdad, dispongan de las mismas 
oportunidades de alegar y probar cuanto estimaren conveniente con vistas al 
reconocimiento (Constitución Política, 1991) administrativo o judicial de lo que es 
objeto de investigación o de controversia (sentencia de unificación 250 de 1998). 
Así como que la decisión de imponer la sanción debe estar debidamente motivada, 
quiere decir explicado por qué se encuentra que la conducta del establecimiento 
encuadra en el supuesto de infracción, con qué pruebas se demostró esto y porque 
resulta razonable y proporcional imponer una sanción.  
Por el contrario las Resoluciones 31612 de 16 de julio de 2018, 30772 de 10 de julio 
de 2018, 31611 de 16 de julio de 2018, carecen por completo de motivación 
contradiciendo el derecho fundamental al debido proceso, que según la Honorable 
Corte Constitucional determina que la falta de motivación de un acto administrativo 
por el Estado es una clara omisión del derecho porque la motivación es necesaria 
para el control de los actos administrativos que facilita la función revisora de lo 
contencioso-administrativo y, por ende, la falta de motivación se convierte en 
un obstáculo para el efectivo acceso a la justicia (Corte Constitucional, 1998).  
Lo que hace la superintendencia es contradecir, vulnerar y afectar el debido proceso 
al declarar responsables a dichos establecimientos de comercio no siendo una 
persona jurídica en estricto rigor jurídico, y al dejar de practicar pruebas que eran 
necesarias para determinar si el hecho se había o no superado, agregando la falta e 
inexistente motivación de dichas Resoluciones, ya que no se hace ni la valoración 
probatoria, ni la adecuación típica de la infracción con base en la prueba, y menos las 
razones para encontrar que dichos establecimientos de comercio incurrieron en la 
infracción señalada.  
De conformidad con la Honorable Corte Constitucional El Estado le debe a la 
persona, como derecho prestacional, el derecho a un proceso justo y adecuado, 
es decir, que antes de privar a alguien de un bien jurídico debe haber una 




fundamentales. Esto significa una muralla a los abusos que puede cometer la 
administración. En otras palabras, el debido proceso también apunta hacia la 
erradicación de la arbitrariedad, para impedir que se obstaculice la defensa en 
el proceso (Corte Constitucional, 2001), lo que no hizo la superintendencia al afirmar 
que debía declararse la responsabilidad a dichos establecimientos de comercio por 
los cargos formulados y sancionarlos en consecuencia. 
Ya que en todo caso dentro de las garantías mínimas del debido proceso afirmadas 
por la Honorable Corte Constitucional están las de presentar pruebas y controvertir 
las allegadas, así como a que se resuelva de manera motivada (Corte Constitucional, 
2013). 
Así como comprende el derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos 
medios legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable 
(Corte Constitucional, 2010), sin que se llegue a una decisión careciendo de la 
valoración de todos aquellos medios que debían examinar para verificar si se trataba 
de hechos que eran infracción, o que se habían superado, por lo que podría decirse 
que en relación con los cargos la superintendencia actuó en franca y absoluta 
desconexión con el ordenamiento jurídico como lo sostiene la Honorable Corte 















Los argumentos que impulsaron el desarrollo de esta investigación sobre la 
constitucionalidad del Decreto Reglamentario 1479 de 2014, se centra en que es 
necesario el análisis frente a la exclusividad de funciones asignadas dentro del poder 
estatal y como se ve este en ejercicio con razón a respetar la jerarquía normativa 
existente, puesto que en muchas ocasiones esos límites de ejecución  dentro de un 
ordenamiento jurídico son traspasados creando situaciones de desconocimiento del 
principio de legalidad. 
Siendo éste esencial en la materialización del debido proceso, como explicación a ello 
se recolectaron evidencias de ciertos casos particulares en los que se ve aplicado 
este decreto que vale aclarar fue expedido por el Gobierno Nacional, en justificación 
al vacío legislativo frente a la reglamentación de la ley 1702 de 2013 expedida por el 
Congreso, circunstancia que debió ser corregida por el mismo legislador y no por otra 
entidad. 
Dicha situación descrita hace que surjan ciertas incongruencias en el ejercicio limitado 
del poder estatal establecido por la constitución de 1991, dejando la necesidad de 
aclarar su constitucionalidad, o si por el contrario se está frente a una clara 
vulneración del principio de legalidad y la presunción de legalidad con respecto al 
decreto objeto de estudio. 
Considerada como información relevante para el presente análisis está la Resolución 
No. 15293  expedida el 19 de mayo del 2016, mediante la cual la Superintendencia 
de Puertos y Transporte procedió a dar inicio a un proceso sancionatorio en contra 
del Centro de Reconocimiento de Conductores llamado Buenos Aires, ubicado en 
Medellín, Antioquia, según lo argumentado por haber dejado perder la vigencia del 
certificado de acreditación que se le había otorgado por el Organismo Nacional de 
Acreditación, a consecuencia de ello ordenó la suspensión preventiva de la 
habilitación de dicho centro de reconocimiento, generando la desconexión de la 
plataforma RUNT por un término de seis meses con el fin de realizar la respectiva 
investigación de manera adecuada. 
Otro caso encontrado está indicado en la Resolución No. 6076 expedida el 16 de 




lugar a la investigación administrativa en contra del centro de reconocimiento de 
conductores Evaluando Soacha propiedad de Namaste Utc Ltda. quien se le fue 
imputado el cargo de expedir certificados sin comparecencia del usuario, como 
también el no hacer los reportes correspondientes según lo señalado por el Ministerio 
de Transporte y el no atender el régimen de prohibiciones, razones por las cuales 
recibió una sanción de suspensión de habilitación por dos meses , tiempo en el cual 
el centro de reconocimiento no tuvo acceso a la interconexión del RUNT. 
Las sanciones anteriormente destacadas se impusieron dentro del marco de unas 
actuaciones administrativas de carácter sancionatorio que adelanta la 
Superintendencia de Puertos y Transporte en contra de los referidos centros de 
reconocimiento de conductores por haber expedido certificados de aptitud mental, 
física y de coordinación motriz para conducir , sin haber llevado a cabo el reporte de 
esos usuarios al sistema de control y vigilancia SISCOV de los CRC, siendo este un 
requisito indispensable y necesario para cargar los mencionados certificados en la 
plataforma del RUNT. 
Dichas sanciones tienen soporte en normatividad que con relación al análisis 
realizado se determina que surgió al sistema jurídico con vicios y falencias que no 
garantizan el real ejercicio del poder legislativo puro. 
Con razón a las inconsistencias descritas se dio lugar a realizar un análisis exhaustivo 
sobre la posible inconstitucionalidad del Decreto Señalado con anterioridad, para ello 
fue necesario extraer ciertas aclaraciones sobre el control de constitucionalidad de 
las normas jurídicas, concluyendo que en el Caso Colombiano se evidencia un 
ejercicio hibrido de este control, pues esta aplicado por la corte constitucional quien 
tiene la figura del máximo custodio de la constitución y el sistema de democracia, 
tiene la capacidad de recurrir a métodos jurídicos y políticos que imbricados dan lugar 
a fallos en derecho. 
En consecuencia a ello se propuso el interponer la Demanda de Inconstitucionalidad 
al artículo 9 del Decreto 1479 del 2914 mediante el cual se regulo el artículo 19 de la 
ley 1702 de 2013 ante la Corte Constitucional, para buscar que sea saneada la 
contravención al principio de legalidad determinada a lo largo de esta investigación, 




como la Corte Constitucional actúe jurídicamente frente a los errores de las demás 
entidades. 
Además de que la concepción de que el poder Legislativo es quien exclusivamente 
genera leyes de manera legitima se ha transformado, pues al ser el sistema de control 
constitucional mixto en Colombia, el precedente judicial que surge en las altas cortes 
como la Corte Constitucional este revestido por efectos erga omnes y fuerza de ley, 
quiere decir ello que es de obligatorio cumplimiento así no esté incluida tácitamente 
en la ley y que a su vez tiene legitimidad constitucional. 
Debido a que a lo largo de esta investigación se señaló la inminente afectación al 
principio de legalidad, se buscó mecanismos de protección de dicho principio el cual 
fue explicado por la Corte Constitucional de la siguiente manera:  
El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición de 
un lado es el principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el 
principio rector del derecho sancionador. Como principio rector del 
ejercicio del poder se entiende que no existe facultad, función o acto que 
puedan desarrollar los servidores públicos que no esté prescrito, definido 
o establecido en forma expresa, clara y precisa en la ley. Este principio 
exige que todos los funcionarios del Estado actúen siempre sujetándose 
al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo desarrollan 
las demás reglas jurídicas (Corte Constitucional, 2001) 
La esencia del derecho sancionador es la legalidad, por lo que toda conducta 
sancionable debe estar descrita previamente en la norma y tener un fundamento legal, 
el cual un puede ser simplemente delegada a autoridad administrativa, como se aclaró 
en la investigación, la sanción debe estar predeterminada, quiere decir que deben 
estar fundamentadas de igual forma en la ley, prohibiéndose así que sea transferible 
la facultad sancionadora al Gobierno, argumento que puede ampliarse a mayor detalle 
en la Sentencia C-1161 de 2000. 
Desde sus Inicios, la demanda de inconstitucionalidad ha tenido intacta su finalidad; 
una expresión de los derechos políticos, un mecanismo de control inmediato de las 
leyes y una de las formas de democracia participativa, por lo que se convierte en el 




principios constitucionales que atañen al derecho sancionador colombiano y en 
general a la custodia de la Constitución Política. 
Además se convierte en el mecanismo idóneo que promueve la protección del 
principio de la confianza legitima el cual se encuentra inmerso en el comportamiento 
del estado durante el ejercicio de su potestad sancionadora otorgada por le 
constituyente primario, como lo explica Heredia Leguizamón y Zapata Galeano en su 
artículo Fines esenciales del estado,  pilar fundamental en la aplicación  del principio 
de la confianza legítima al referirse al comportamiento estatal de la siguiente manera 
“…así el comportamiento debe ceñirse al marco legal y debe estar orientado a la 
protección del interés público. (Heredia Leguizamòn, 2014). 
Esto conlleva que el raciocinio más lógico es que Esta confianza rige la relación entre 
los administrados y el estado. Por consiguiente, este último debe reconocer la 
naturaleza legítima de las expectativas con base en sus propias acciones reiterativas 
previas (Heredia Leguizamòn, 2014), limitando la ocurrencia de modificaciones 
exabruptos sin contemplar los efectos que sobrelleven, el deber ser es la plena 
existencia de la confianza sobre cualquier acto administrativo proferido, lo que hace 
impensable que en el plano hipotético  esa relación de estado y administrado se vea 
empañada por presunciones negativas que desequilibren esa presunción de 
confianza legitima, a pesar de ello concurre un factor que no se puede desatender el 
cual es que cada institución del estado funciona gracias al actuar de las personas, por 
lo cual da lugar a la posible Genesis de modificaciones que debiliten dicha confianza, 
es justo ahí donde la acción de inconstitucionalidad se ha de invocar como mecanismo 
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